
No 
FECHA 

FIJACION 
ESTADO 

JDO NI CONDENADO  DELITO FECHA DECISION 

1 19 3 35812 JOSE MANUEL QUIROGA VERDUGO FEMINICIDIO AGRAVADO 25-01-24 RECONOCE  REDENCION DE PENA 

2 19 3 10355 RUBEN DARIO CRISTANCHO BLANCO 
TRAFICO, FABRICACION, PORTE  O 
TENENCIA  DE ARMAS DE FUEGO 

ACCESORIOS , PARTES O MUNICIONES 
12-02-24 RECONOCE REDECION - CONCEDE DOMICILIARIA 

3 19 3 14176 NELSON JESÚS GASPAR HURTO CALIFICADO Y OTROS 13-02-24 RECONOCE REDENCION - NIEGA DOMICILIARIA 

4 19 3 14176 HON FREDDY ZAMBRANO PRADA HURTO CALIFICADO Y OTROS 12-02-24 RECONOCE REDECION - CONCEDE DOMICILIARIA 

5 19 3 14176 REIBEN TORRES REY HURTO CALIFICADO Y OTROS 12-02-24 CONCEDE BENEFICIO DE PRISION DOMICILIARIA 

6 19 3 17331 LIBARDO  NISPERUZA LUNA HOMICIDIO Y OTROS 26-01-24 REONOCE REDENCION 

7 19 3 40192 LUIS CARLOS - GUERRERO RUBIO HOMICIDIO 23-01-24 NIEGA LIBERTAD CONDICIONAL 

8 19 7 21747 GEINER JOSE MEJIA VALLADARES  HOMICIDIO AGRAVADO  06-02-24 CONCEDE PRISION DOMICILIARIA  

9 19 4 16964 WILLIAM ARIAS SUAREZ HURTO CALIFICADO 07-02-24 NIEGA LIBERTAD PENA CUMPLIDA 

10 19 4 20981 
LENDIS NOLBERTO ANTOLINEZ 

CAPACHO 
HURTO CALIFICADO Y OTRO 08-02-24 NO RECONOCE REDENCION - NIEGA LIBERTAD CONDICIONAL 

11 19 4 25681 JAIME TARAZONA RUEDA 
ACCESO CARNAL ABUSIVO CON MENOR DE 

14 AÑOS 
09-02-24 NIEGA LIBERTAD CONDICIONAL 

12 19 4 29467 FABIAN ALEXANDER ORDUZ VALENCIA HURTO CALIFICADO 13-02-24 NIEGA SUSPENSION CONDICIONAL - NIEGA PRISION DOMICILIARIA 

13 19 4 18028 OMAR ALVEIRO QUINTERO ACTO SEXUAL VIOLENTO 13-02-24 REDIME PENA 109 DIAS DE PRISION 

14 19 4 10931 JOHN JAIRO GUERRA ARCINIEGAS HOMICIDIO Y OTRO 13-02-24 REDIME PENA 18 DIAS DE PRISION - NIEGA PRISION DOMICILIARIA 

15 19 4 37268 ANDRES ALEXIS MORALES ALVAREZ CONCIERTO PARA DELINQUIR Y OTROS 13-02-24 NIEGA LIBERTAD CONDICIONAL 

16 19 4 37763 CARLOS AUGUSTO DIAZ GONZALEZ HURTO CALIFICADO AGRAVADO Y OTRO 13-02-24 NIEGA LIBERTAD CONDICIONAL 

17 19 4 37247 JORGE ANDRES VIVIESCAS ALFONSO HURTO CALIFICADO AGRAVADO   09-02-24 NIEGA LIBERTAD CONDICIONAL - NIEGA PRISION DOMICILIARIA 

18 19 5 26149 JHON WILLIAM GUTIERREZ JAIMES HURTO CALIFICADO 13-02-24 NIEGA PENA CUMPLIDA 

19 19 5 22303 JOSÉ PÉREZ VACA CONCIERTO PARA DELINQUIR Y OTROS 13-02-24 NIEGA LIBERTAD CONDICIONAL 

20 19 5 7420 FABIO ISIDRO MARTÍNEZ AGUIRRE HOMICIDIO AGRAVADO Y OTROS 23-01-24 
DECLARA LIBERACIÓN DEFINITIVA DE LA PENA Y CUMPLIDA LEGALMENE PENA 

ACCESORIA 

21 19 2 29835 JOSE AGUSTIN FLOREZ MENDEZ 
HURTO CALIFICADO Y AGRAVADO Y 

RECEPTACION 
06-02-24 NIEGA PRISION DOMICILIARIA 

22 19 2 40832 CLAUDIA PATRICIA ZABALA STERLING 
HURTO POR MEDIOS INFORMATICOS Y 

SEMEJANTES 
07-02-24 ESTARSE A LO RESUELTO 
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 JUZGADO SEGUNDO DE EJECUCIÓN DE PENAS 
Y MEDIDAS DE SEGURIDAD 

 

Bucaramanga, seis (6) de febrero de dos mil veinticuatro (2024) 

 
 

ASUNTO PRIS IÓN DOMICIL IARIA   :  N IEGA  

RADICADO NI   29835   (CUI  68 0016 0001 59- 2023 -

04115 -00)  

EXPEDIENTE  FIS ICO  

ELECTRONICO x  

SENTENCIADO 

(A)  

JOSE AGUSTIN FLOREZ MENDEZ  CEDULA 2.521.232 De Venezuela  

CENTRO DE 

RECLUSIÓN  

CPAMS GIRÓN 

DIRECCIÓN 

DOMICILIARIA  

NO APLICA 

BIEN JURIDICO PATRIMONIO 

ECONÓMICO- 

RECTA E  

EFICAZ 

IMPARTICIÓN 

DE JUSTICIA 

LEY906/200 4  X  LEY 

600/20 00  

 LEY 

1826/2 017  

 

PET ICIÓN X  DE OFICIO   

 

 

ASUNTO 

 

Resolver  sobre la  EJECUCIÓN DE LA PENA PRIVATIVA DE LA 

LIBERTAD EN LUGAR DE RESIDENCIA O MORADA DEL CONDENADO , 

en aplicación del art. 38 G de la ley 599 de 2000, adic ionado por el art. 28 

de la ley 1709 de 2014, respecto de JOSE AGUSTIN FLOREZ MENDEZ, 

identificado con la cédula de ciudadanía número  2.521.232 de 

Venezuela.  

 

ANTECEDENTES 

 

El Juzgado Quinto  Penal del Circuito con Función de Conocimien to de 

Bucaramanga, el 26 de jul io de 2023, condenó a JOSE AGUSTIN FLOREZ 

MENDEZ,   a la  pena principal de 22 MESES 7 DÍAS DE PRISIÓN  e 

INTERDICCIÓN DE DERECHOS Y FUNCIONES PÚBLICAS por el término 

de la pena de pris ión, como responsable de  los deli tos de  HURTO 

CALIFICADO Y AGRAVADO y RECEPTACIÓN .   Se le negaron la 

suspensión condicional y la pris ión domici l iaria.  
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Su detención data del 29 de abri l  de 2023, por lo que l leva privado de la 

l ibertad NUEVE MESES SIETE DÍAS DE PRISIÓN.  Actualmente se halla 

privado de la libertad en el CPAMS GIRÓN  por este asunto.  

 

PETICIÓN 

 

En esta fase de la ejecución de la pena, ante la petic ión de pris ión 

domici l iaria que invoca el condenado mediante memorial  fechado 6 de abri l 

de 2024, estudiará el Despacho de ofic io sobre la  pris ión domici l iaria del 

art. 38 G del C.P.P.  

 

CONSIDERACIONES 

 

Procede el Despacho a estudiar los presupuestos contenidos en el artículo 

28 de la Ley 1709 de 2014, que adic ionó el artículo 38G de la Ley 599 de 

20001,  para verif icar la procedencia o no del benefic io aludido en favor del 

 
1 “Art .  28.  Adic ionase un art ículo 38G a l a ley 599 de 2000,  de l  s iguiente tenor:  

 

Art ículo 38G.  La ejecuc ión de la pena p r ivat iva de la l ibertad se cumpl i rá en el  lugar  
de res idenc ia o morada de l  condenado cuando haya cumpl ido la mitad de la condena y 

concurran l os presupuestos contemplados en los  numerales 3  y  4  de l  art ículo  38B 1 de l  
presente código,  excepto en los casos en que e l  condenado pertenezca a l grupo 

fami l iar  de la v íc t ima o en aquel los eventos en que fue sentenc iado por a lguno de los 

s iguientes de l i tos: genoc id io; contra e l  derecho internac ional  humanitar io;  
desapar ic ión forzada; secuestro exto rs ivo; tortura; desplazamiento forzado; t ráf ico de 

menores; uso de menores de edad para la comis ión de de l i tos; t ráf ico de migrantes; 

t rata de personas; de l i tos contra la l ibertad,  integr idad y formación sexuales; 
extors ión; conc ierto para de l inquir  agravado; lavado de act ivos; terror ismo;  

usurpac ión y  abuso de  func iones públ icas con f ines terror is tas; f inanc iac ión de l  
terror ismo y de act iv idades de de l incuenc ia organizada; administ rac ión de recursos con 

act iv idades terror is tas y  de de l incuenc ia organizada;  f inanc iac ión de l  terror ismo y 

administ rac ión de recursos re lac ionados con act iv idades terror is tas; fabr icac ión,  
t ráf ico y  porte de armas y munic iones de uso restr ing ido,  uso pr ivat ivo de las fuerzas  

armadas o explos ivos; de l itos re lac ionados con e l  t ráf ic o de estupefac ientes, sa lvo los 
contemplados en e l  art ículo 375  y  e l  inc iso 2o de l  art ículo 376  del  presente código.”    

 

Art ículo 38B.  Requis i tos para conceder la pr is ión domic i l iar ia.  Son requis i tos para 
conceder la pr is ión domic i l iar ia:  

1.  Que la sentenc ia se imponga por conducta punib le  cuya pena mínima pr ev ista en la 

ley sea de ocho (8) años de pr is ión o menos.   
2.  Que no se t rate de uno de los de l i tos inc luidos en e l  inc iso 2o de l  art ículo 68A  de la 

Ley 599 de 2000.   
3.  Que se demuestre e l  arra igo fami l iar  y  soc ia l  de l  condenado .   

En todo caso corresponde a l  juez de conoc imiento,  que imponga la medida,  establecer 

con todos los e lementos de prueba a l legados a la actuac ión la ex istenc ia o inex istenc ia 
de l  arra igo.   

4.  Que se garant ice mediante cauc ión e l cumpl imiento de las s iguientes obl igac iones:  
a) No cambiar de res idenc ia s in autor izac ión,  prev ia de l  func ionar io jud ic ia l ;   

b) Que dentro de l  término que f i je  e l  juez sean reparados los daños ocas ionados con e l  

de l i to.  El  pago de la indemnizac ión debe asegurarse mediante garant ía personal , real ,  
bancar ia o mediante acuerdo con la v íc t ima,  sa lvo que demuestre insolvenc ia;  
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condenado, en procura de favorecer la reintegración del condenado a la 

sociedad, mediante el cambio de internamiento, de los muros del 

establecimiento penitenciario a los de su morada, s iempre y cuando se 

cumplan unos puntuales requisitos y haya ejecutado la mitad de la pena 

impuesta. 

 

Con la expedición de la Ley 1709 de 2014, que con el art. 28 adic ionó el 

art. 38 G a la  Ley 599 de 2000,  la  pena privativa de la l ibertad se cumplirá 

en el lugar de residencia o morada del condenado cuando haya cumplido la 

mitad de la condena, se demuestre el arraigo famil iar y social del 

condenado y se garantice mediante caución el cumplimiento de las 

obligaciones que la misma norma señala, desde luego, excepto en los 

casos en que el condenado pertenezca al grupo famil iar de la víctima o en 

aquellos eventos en que fue sentenciado por unos específ icos deli tos.   

 

Se advierte en primer término, que a la fecha el interno no ha cumpl ido la 

mitad de la pena que se le impuso en la sentencia, que equivale a 11 

MESES 3.5 DÍAS DE PRISIÓN, por cuanto ha descontado, como ya se 

señaló, 9 meses 7 días de pris ión.    

 

Así las cosas, es del caso negar el sustituto de la pris ión domici l iaria en 

aplicación del art. 28 de la ley 1709 de 2014, que adic ionó un art. 38G a la 

Ley 599 de 2000, s in ninguna otra consideración de las que se refiere la 

norma.  

 

De otro lado, se solic itará a la Dirección de la Penitenciaria, envíe 

inmediatamente los certi f icados de cómputos que registre e l enjuic iado con 

los correspondientes certi f icados de cali f icación de conducta, para efectos 

de redención de pena .   

   

 
c) Comparecer personalmente ante la autor idad judic ia l  que v ig i le  e l  cumpl imiento de 

la pena cuando fuere requer ido para e l l o ;  
d) Permit i r  la  entrada a  la res idenc ia de  los serv idores públ icos encargados  de real izar 

la v ig i lanc ia de l  cumpl imiento de la reclus ión.  Además deberá cumpl i r  las  condic iones 
de segur idad que le  hayan s ido impuestas e n la sentenc ia,  las  contenidas en los 

reg lamentos de l  Inpec para e l  cumpl imiento de la pr is ión domic i l iar ia  y  las  adi c ionales 

que impus iere e l  Juez  de Ejecuc ión  de Penas y  Medidas de Segur idad.” Subrayado de l  
Juzgado.  
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Por lo expuesto, el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de 

Seguridad de Bucaramanga, 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO .  NEGAR a  JOSE AGUSTIN FLOREZ MENDEZ, identificado con 

la cédula de ciudadanía número 2.521.232 de Venezuela,  la ejecución de 

la pena privativa de la l ibertad en lugar de residencia o morada del 

condenado, en aplicación del art. 38 G de la Ley 599 de 2000, adic ionado 

por el art. 28 de la Ley 1709 de 2014, conforme a la motivación expuesta.  

 

SEGUNDO. SOLICITAR a la Dirección del CPAMS GIRÓN, envíe 

inmediatamente  los certi f icados de cómputos que registre JOSE AGUSTIN 

FLOREZ MENDEZ ,  con los correspondientes certi f icados de cali f icación de 

conducta, para efectos de redención de pena.  

 

TERCERO.  Contra esta decis ión proceden los recursos de reposic ión y 

apelación. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

 

ALICIA MARTÍNEZ ULLOA 

juez  

mj 
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JUZGADO SEGUNDO DE EJECUCIÓN DE PENAS 
Y MEDIDAS DE SEGURIDAD 

 

Bucaramanga, 6 de febrero de 2024  
Ofic io No.160 
CUI   680016000159-2023-04115-00  N.I. 29835 
Expediente: Electrónico___X_  Fis ico: ___ 
 

 
 
Señor  

DIRECTOR CPAMS GIRÓN  

Girón Santander 
 

 

Comedidamente me permito informarle la determinación  de la señora Juez 

SEGUNDO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD de la 

c iudad, mediante auto de la fecha: 

 

 

“SOLICITAR a la Dirección del CPAMS GIRÓN, envíe inmediatamente  los 

certi f icados de cómputos que registre JOSE AGUSTIN FLOREZ MENDEZ , 

con los correspondientes certi f icados de cali f icación de conducta, para 

efectos de redención de pena. “  

 
 

 
Atentamente 
 
 

 

 
MARTHA JANETH PÉREZ  
Asistente Jurídica 
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 JUZGADO SEGUNDO DE EJECUCIÓN DE PENAS  
Y MEDIDAS DE SEGURIDAD 

 

Bucaramanga, siete (7) de febrero de dos mil veint icuatro (2024) 

 
 

ASUNTO PRISIÓN DOMICILIARIA MADRE CABEZA DE FAMILIA       NIEGA  

R ADIC ADO NI   40382   (CUI  256586101178-2018-

02028 -00 )  

EXPEDIENTE  FISICO  

ELECTRONICO  X 

SENTENCI ADO ( A)  CLAUDIA PATRICIA ZABALA 

STERLING  

CEDUL A 1.024.461.274   

CENTRO DE 

RECLUSIÓN 

CPMSM BUCARAMANGA  

DIRECCIÓN 

DOMICILIARI A 

NO APLICA  

BIEN JURIDICO  PROTECCION 

DE LA 

INFORMACIÓN 

Y DE LOS 

DATOS 

LEY906/2004  X  LEY 

600/2000  

 LEY 1826/2017   

PETICIÓN P ARTE  X DE OFICIO   

 

 

ASUNTO 

 

Resolver la petic ión de PRISIÓN DOMICILIARIA que se invoca en favor 

CLAUDIA PATRICIA ZABALA STERLING, identificada  con la cédula de 

ciudadanía número 1.024.461.274.   

 

ANTECEDENTES 

 

El Juzgado Promiscuo Municipal con Función de conocimiento de San 

Francisco Cundinamarca, el 19 de febrero de 2021 , Condenó a CLAUDIA 

PATRICIA ZABALA STERLING, a la pena de 108 MESES DE PRISIÓN ,    

como coautor del del ito  de HURTO POR MEDIOS INFORMÁTICOS  Y 

SEMEJANTES.   Se le negó la suspensión condicional  de la ejecución de 

la pena y se le concedió  pris ión domici l iar ia , como madre cabeza de 

familia.  

 

El Juzgado Quinto de Ejecución de Penas de Bogotá, el  14 de febrero de 

2023, le revocó el sust ituto de la pena privat i va de la l ibertad ante el 
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incumplimiento de las obl igaciones que el mismo conl leva,  las que señaló 

de manera clara y precisa en dicho  proveído. La decisión se conf irmó en 

segunda da instancia por el Juzgado fal lador , el   3 de noviembre de 2023.    

 

Se dispuso entonces la ejecución intramural de la pena pendiente por 

ejecutar, para lo que fue necesar io la captura de la enjuic iada porque no  

se encontró en cada una de las vi sitas que el INPEC le real izó, como lo 

informó al Despacho.  

 

La  pr ivación de la l ibertad de la enjuiciada corr ió entonces  del 27 de 

agosto de 2020- cuando se capturo inic ialmente y se le impuso medida de 

aseguramiento de detención domicil iar ia -  hasta el 14 de febrero de 2023-

cuando se le revocó la domici l iar ia -esto es, 29 meses 17 días  de pris ión, 

en tanto se hizo necesario la captura para hacer efect iva la revocator ia de 

la pr is ión domicil iar ia, ya que como lo informa rmBogotá, mediante correo 

electrónico enviado 18 de diciembre de 2023, le real izaron múlt iples vis itas 

domici l iar ias y nunca la encontraron.  Con posterioridad la privación de la 

l ibertad data del 29 de noviembre de 2023.  

 

Actualmente se hal la privada  de la l ibertad en la Reclusión de Mujeres de 

Bucaramanga por este asunto  

 

PETICIÓN 

 

En esta fase de la ejecución de la pena  el abogado Luis Angel Espit ia 

Barros, mediante correo electrónico que envía el 2 de febrero de 2024, 

sol ic ita se peticione al penal allegue los documentos  necesarios para el 

estudio de la pris ión domici l iar ia  como madre cabeza de hogar a  ZABALA  

ESTERLING.    

 

CONSIDERACIONES 

 

Se t iene como se indica que a la interna se le revocó  

la pr is ión domici l iar ia como madre cabeza de famil ia , en providencia  en la 

que se señaló con claridad y suf iciencia los mot ivos que fundamentaron la 

decisión, que por demás  se apeló y conf irmó en segunda instancia;  no 

mailto:csjepbuc@cendoj.ramajudicial.gov.co


 

 

 

Palacio de Justicia “Vicente Azuero Plata”, oficina 338 

Tel.: (7) 6339300│E-mail: csjepbuc@cendoj.ramajudicial.gov.co 

Horario de atención: 8:00 am – 4:00 pm 

 

 

obstante se insiste se le estudie  nuevamente  gracia penal, sin 

fundamento alguno,  para lo que se pide se allegue por el  penal lo 

documentos necesar ios para tal efecto.   

 

Siendo así las cosas, este Despacho di spone a estarse a lo resuelto en el 

auto del 14 de febrero de 2023, mediante el cual se le revoca a la 

condenada el sust ituto de la pena pr ivat iva de la l ibe rtad, porque no 

resulta admisible  entrar a revivir debates sobre temas ya decididos y que 

recaen en iguales supuestos fact icos.  

 

Lo anterior soportado en pronunciamientos jurisprudenciales f rente al tema 

de pet ic iones reiterat ivas en el mismo sentido en torno a asuntos ya 

debat idos y decididos:  

 

“Al respecto, advierte la Sala que aunque el acceso a la  administración de 

just ic ia const ituye un derecho fundamental que implica la resolución de 

fondo, pronta y oportuna de los asuntos puestos a consideración de los 

órganos jurisdiccionales, tal premisa no implica el deber de las autor idades 

de ejecución de penas y medidas de segur idad de pronunciarse 

sustancialmente respecto de asuntos previamente definidos en 

providencias ejecutoriadas.  

 

Así, bajo tal entendimiento, esta Corporación ha señalado que es deber de 

los jueces de ejecución de penas y medidas de se guridad ceñirse a lo 

resuelto en cuest iones previamente examinadas, pues no es viable debatir  

reiteradamente asuntos jurídicamente consol idados, en part icular cuando 

sobre las temáticas decididas se insiste…sin introducir variante alguna, 

pues el lo impl icaría no solamente una l imitación injust if icada de la 

segur idad jurídica sino un desgaste inofic ioso de la administración de 

just ic ia. (CSJ SPT, 15 de julio de 2008, Rad. 37.488, reiterado en STP 

14864-2014) 1 

  

De otro lado,  se solicitará al abogado allegue  el poder de representación 

de la aquí condenada.  

 

                                                           
1 STP 18196-2017 Corte Suprema de Justicia 2 de noviembre de 2017. MP. Luis Antonio Hernanz Barbosa. 
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En razón y mérito de lo expuesto, el Juzgado Segundo de Ejecución de 

Penas y Medidas de Seguridad de Bucaramanga;  

 

RESUELVE 

 

PRIMERO. ESTARSE A LO RESUELTO,  en  el auto del 14 de  febrero  de 

2023, del Juzgado Quinto de Ejecución de Penas de Bogotá  que le revocó 

la pris ión domici l iar ia como madre cabeza de familia a CLAUDIA 

PATRICIA ZABALA STERLING, identificada con la cédula de ciudadanía 

número 1.024.461.274,  conforme lo expuesto.  

  

SEGUNDO. SOILICITAR al abogado LUIS ANGEL ESPITIA BARROS, 

al legue el poder de representación de la aquí condenada.  

 

TERCERO.   Contra la presente decisión proceden los recursos de 

reposición y apelación.  

 

NOTIFÍQUESE   Y CÚMPLASE 

 
 

 
ALICIA MARTÍNEZ ULLOA 

Juez  
m j  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

mailto:csjepbuc@cendoj.ramajudicial.gov.co
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JUZGADO TERCERO DE EJECUCIÓN DE PENAS 

Y MEDIDAS DE SEGURIDAD  

 

Bucaramanga, febrero doce (12) de dos mil veinticuatro (2024) 

 

 

ASUNTO CONCEDE PRISIÓN DOMICILARIA Y CONCEDE REDENCION PENA 
Interlocutorio No. 95 

RADICADO NI 14176 (CUI 68081600015920190080400) EXPEDIENTE  FISICO X 

ELECTRONICO  

SENTENCIADO (A) JHON FREDDY ZAMBRANO PRADA CEDULA 1.095.942.979 

CENTRO DE RECLUSIÓN CENTRO PENITENCIARIO DE ALTA Y MEDIANA SEGURIDAD DE GIRÓN 

DIRECCIÓN DOMICILIARIA N/A 

BIEN JURIDICO Patrimonio económico LEY 906/2004 X LEY 600/2000  LEY 1826/2017  

 

 

ASUNTO A TRATAR 
 

 
Se resuelve solicitud de prisión domiciliaria que ha sido elevada a favor del 

sentenciado JHON FREDDY ZAMBRANO PRADA. 

 

 
CONSIDERACIONES 

 
En sentencia proferida el 29 de mayo de 2020 por el juzgado Segundo Penal del 

Circuito con funciones de conocimiento Barrancabermeja, JHON FREDDY ZAMBRANO 

PRADA fue condenado a 11 años 6 meses de prisión, como autor del delito de hurto 

calificado y agravado en concurso heterogéneo con secuestro simple y fabricación, tráfico 

o porte de armas de fuego o municiones agravado.  

 

*REDENCIÓN DE PENA 

En la presente oportunidad se allega por las autoridades administrativas del Centro 

Penitenciario documentación así: 

Nº 

CERTIFICADO 

PERIODO TRABAJO ESTUDIO CONDUCTA 

DESDE HASTA HORAS REDENCION HORAS REDENCION  

18866812 ENE/2023 MAR/2023   378 31.5 ✓  

18937074 ABR/2023 JUN/2023   348 29 ✓  

19038634 JUL/2023 SEP/2023   366 30.5 ✓  

19111718 OCT/2023 DIC/2023   360 30 ✓  

TOTAL     1452 121 
 

 

En consecuencia, las horas certificadas y que han sido referidas anteriormente le 

representan al sentenciado un total de CIENTO VEINIUN (121) DÍAS de redención de 
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pena; de conformidad con lo establecido en los artículos 81, 96, 97 y 101 de la Ley 65 de 

19931. 

 
El sentenciado solicita prisión domiciliaria con fundamento en el artículo 38 G del 

Código penal, adicionado por el artículo 28 de la Ley 1709 de 2014 que establece: 

 
“ARTÍCULO 38G. <Artículo modificado por el artículo 4 de la Ley 2014 de 2019. El nuevo 

texto es el siguiente:> La ejecución de la pena privativa de la libertad se cumplirá en el lugar de 
residencia o morada del condenado cuando haya cumplido la mitad de la condena y concurran los 
presupuestos contemplados en los numerales 3 y 4 del artículo 38B del presente código, excepto en 
los casos en que el condenado pertenezca al grupo familiar de la víctima o en aquellos eventos en 
que fue sentenciado por alguno de los siguientes delitos del presente código: genocidio; contra el 
derecho internacional humanitario; desaparición forzada; secuestro extorsivo; tortura; 
desplazamiento forzado; tráfico de menores; uso de menores de edad para la comisión de delitos; 
tráfico de migrantes; trata de personas; delitos contra la libertad, integridad y formación sexuales; 
extorsión; concierto para delinquir agravado; lavado de activos; terrorismo; usurpación y abuso de 
funciones públicas con fines terroristas; financiación del terrorismo y de actividades de delincuencia 
organizada; administración de recursos con actividades terroristas y de delincuencia organizada; 
financiación del terrorismo y administración de recursos relacionados con actividades terroristas; 
fabricación, tráfico y porte de armas y municiones de uso restringido, uso privativo de las fuerzas 
armadas o explosivos; delitos relacionados con el tráfico de estupefacientes, salvo los contemplados 
en el artículo 375 y el inciso 2 del artículo 376; peculado por apropiación; concusión; cohecho propio; 
cohecho impropio; cohecho por dar u ofrecer; interés indebido en la celebración de contratos; 
contrato sin cumplimientos de requisitos legales; acuerdos restrictivos de la competencia; tráfico de 
influencias de servidor público; enriquecimiento ilícito; prevaricato por acción; falso testimonio; 
soborno; soborno en la actuación penal; amenazas a testigo; ocultamiento, alteración o destrucción 
de elemento material probatorio; en los delitos que afecten el patrimonio del Estado. 

 

PARÁGRAFO. Los particulares que hubieran participado en los delitos de peculado por apropiación, 

concusión, cohecho propio, cohecho impropio, cohecho por dar u ofrecer, interés indebido en la 

celebración de contrato, contrato sin cumplimiento de requisitos legales, acuerdos restrictivos de la 

                                                
1  ARTÍCULO 81. EVALUACIÓN Y CERTIFICACIÓN DEL TRABAJO. <Artículo modificado por el artículo 56 de la Ley 1709 de 2014. El nuevo 

texto es el siguiente:> Para efectos de evaluación del trabajo en cada centro de reclusión habrá una junta, bajo la responsabilidad del Subdirector 

o del funcionario que designe el Director. 

El Director del establecimiento certificará las jornadas de trabajo de acuerdo con los reglamentos y el sistema de control de asistencia y 

rendimiento de labores que se establezcan al respecto.  

PARÁGRAFO 1o. Lo dispuesto en este artículo se aplicará también para los casos de detención y prisión domiciliaria y demás formas 

alternativas a la prisión.  

PARÁGRAFO 2o. No habrá distinciones entre el trabajo material y el intelectual. 

ARTÍCULO 96. EVALUACIÓN Y CERTIFICACIÓN DEL ESTUDIO. El estudio será certificado en los mismos términos del artículo 81 del 
presente Código, previa evaluación de los estudios realizados. 
 
ARTÍCULO 97. REDENCIÓN DE PENA POR ESTUDIO. <Artículo modificado por el artículo 60 de la Ley 1709 de 2014. El nuevo texto es el 

siguiente:> El juez de ejecución de penas y medidas de seguridad concederá la redención de pena por estudio a los condenados a pena 

privativa de la libertad. Se les abonará un día de reclusión por dos días de estudio.  

Se computará como un día de estudio la dedicación a esta actividad durante seis horas, así sea en días diferentes. Para esos efectos, no se 

podrán computar más de seis horas diarias de estudio.  

Los procesados también podrán realizar actividades de redención pero solo podrá computarse una vez quede en firme la condena, salvo que 

se trate de resolver sobre su libertad provisional por pena cumplida.  

ARTÍCULO 101. CONDICIONES PARA LA REDENCIÓN DE PENA. El juez de ejecución de penas y medidas de seguridad, para conceder o 

negar la redención de la pena, deberá tener en cuenta la evaluación que se haga del trabajo, la educación o la enseñanza de que trata la 

presente ley. En esta evaluación se considerará igualmente la conducta del interno. Cuando esta evaluación sea negativa, el juez de ejecución 

de penas se abstendrá de conceder dicha redención. La reglamentación determinará los períodos y formas de evaluación.  

 

 
 

 

 

 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_2014_2019.html#4
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0599_2000.html#38B
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/constitucion_politica_1991_pr012.html#375
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/constitucion_politica_1991_pr012.html#376
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1709_2014_pr001.html#56
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1709_2014_pr001.html#60
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competencia, tráfico de influencias de servidor público, enriquecimiento ilícito, prevaricato por acción, 

falso testimonio, soborno, soborno en la actuación penal, amenaza a testigos, ocultamiento, 

alteración, destrucción material probatorio, no tendrán el beneficio de que trata este artículo.” 

 

Conforme la citada disposición, para que el sentenciado pueda acceder al beneficio previsto 

en el artículo 38G del Código Penal, debe reunir los siguientes requisitos: (i) haber cumplido 

la mitad de la condena; (ii) que concurran los presupuestos contemplados en los numerales 

3 y 4 del artículo 38B del Código Penal2 y (iii) que no se trate de alguno de los delitos allí 

exceptuados. 

 

Actual situación del sentenciado frente al descuento de pena:   

 

  
➢ Descuenta pena de 11 años 6 meses de prisión (4140 días) 

➢ La privación de su libertad data del 5 de febrero de 2019, razón por la que, a la fecha 

presenta una detención física de 5 años 8 días (1808 días). 

➢ Ha sido destinatario de redención de pena en las siguientes oportunidades: 

➢ 19 de agosto de 2022: 317 días. 

➢ 13 de septiembre de 2022; 30 días. 

➢ 5 de julio de 2023; 20 días. 

➢ En la fecha se reconocen como redención de pena 121 días 

➢ En consecuencia, sumado el tiempo de privación física de la libertad con las 

redenciones de pena reconocidas, se advierte que el penado presenta una 

detención efectiva de 6 años 4 meses 16 días (2296 días).  

 
Lo expuesto en precedencia permite advertir que el sentenciado ha superado el 

cumplimiento de la mitad de la condena de 11 años 6 meses de prisión, equivalente a 5 

años 9 meses (2070 días). 

 

                                                
2 ARTÍCULO 38B. REQUISITOS PARA CONCEDER LA PRISIÓN DOMICILIARIA. Artículo adicionado por el artículo 23 de 

la Ley 1709 de 2014. Son requisitos para conceder la prisión domiciliaria:  
1. (…) 
 
3. Que se demuestre el arraigo familiar y social del condenado.  
 
En todo caso corresponde al juez de conocimiento, que imponga la medida, establecer con todos los elementos de prueba 
allegados a la actuación la existencia o inexistencia del arraigo.  
 
4. Que se garantice mediante caución el cumplimiento de las siguientes obligaciones:  
 
a) No cambiar de residencia sin autorización, previa del funcionario judicial;  
 
b) Que dentro del término que fije el juez sean reparados los daños ocasionados con el delito. El pago de la indemnización 
debe asegurarse mediante garantía personal, real, bancaria o mediante acuerdo con la víctima, salvo que demuestre 
insolvencia;  
 
c) Comparecer personalmente ante la autoridad judicial que vigile el cumplimiento de la pena cuando fuere requerido para 
ello;  
 
d) Permitir la entrada a la residencia de los servidores públicos encargados de realizar la vigilancia del cumplimiento de la 
reclusión. Además deberá cumplir las condiciones de seguridad que le hayan sido impuestas en la sentencia, las contenidas 
en los reglamentos del Inpec para el cumplimiento de la prisión domiciliaria y las adicionales que impusiere el Juez de 
Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad.” 

 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0599_2000.html#38B
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1709_2014.html#23
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Al expediente obran elementos probatorios mediante los cuales se establece el 

arraigo familiar y social del sentenciado. En efecto según certificación del Inspector Primero 

de Policía Urbano Segunda Categoría de la alcaldía municipal de Girón, el sentenciado 

tiene su domicilio en la carrera 16 E No 2 A -02 barrio  vereda Villa de los Caballeros Girón 

(S), contacto telefónico familiar 3112197925; información ratificada por la señora 

Mariangela Rojas Maldonado compañera sentimental del sentenciado en declaración 

rendida ante notaria, así mismo obra declaración del señor Jairo Rojas Romero y se allegó 

recibo de servicio público en el que se registra la dirección referida.  

 

La conducta delictiva por la que fue condenado no hace parte del listado prohibitivo 

contenido en el artículo 38G de la Ley 599 de 2000, adicionado por el artículo 28 de la Ley 

1709 de 2014. 

 
Lo anterior permite concluir que el sentenciado encuentra satisfechas a su favor las 

exigencias previstas en la norma, para que pueda continuar descontando la sanción en su 

lugar de residencia o morada, previo otorgamiento de caución real por valor de $200.000, 

que deberá consignar a órdenes de este juzgado en la cuenta de depósitos No. 

680012037003 del Banco Agrario y suscripción del acta de compromiso en la que se le 

impondrán las obligaciones señaladas en el artículo 38B del Código Penal. 

 
Por lo expuesto, EL JUZGADO TERCERO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS 

DE SEGURIDAD DE BUCARAMANGA, 

 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO. RECONOCER a JHON FREDDY ZAMBRANO PRADA identificado con 

la cédula de ciudadanía No. 1.095.942.979, redención de pena de CIENTO VEINTIUN (121) 

DÍAS por actividades realizadas al interior del Penal.  

 

SEGUNDO: CONCEDER al sentenciado JHON FREDDY ZAMBRANO PRADA, el 

beneficio de prisión domiciliaria que consagra el artículo 38G del Código Penal, adicionado 

por el artículo 28 de la Ley 1709 de 2014, previo otorgamiento de caución real por valor de 

$200.000 que deberá consignar a órdenes de este juzgado en la cuenta No. 680012037003 

y suscripción de diligencia en la que se le impondrán las obligaciones contenidas en el 

artículo 38B de la Ley 599 de 2000.  

 

TERCERO: Una vez el sentenciado otorgue la caución se librará oficio a la Dirección 

de Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Alta y Mediana Seguridad de Girón (S) a 

efectos de que le haga  suscribir  diligencia de compromiso  y lo traslade a su lugar de 

domicilio ubicado en carrera 16 E No 2 A -02 barrio  vereda villa de los caballeros Girón (S), 
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contacto telefónico familiar 3112197925, donde continuará descontando la pena de prisión 

que aún le resta, con los controles de rigor por parte del INPEC. 

 

CUARTO. Conforme a lo dispuesto en el inciso 2 del artículo 38D del código penal, 

adicionado por el artículo 25 de la ley 1709 de 2014, la medida sustitutiva deberá estar 

acompañada del mecanismo de vigilancia electrónica que será instalado por el INPEC, 

entidad que ejercerá vigilancia sobre el cumplimiento del beneficio concedido al interno. 

 

QUINTO. Contra esta decisión proceden los recursos de reposición y apelación. 

 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

MARÍA HERMINIA CALA MORENO 

Juez 

yenny  
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JUZGADO TERCERO DE EJECUCIÓN DE PENAS 

Y MEDIDAS DE SEGURIDAD  

 

Bucaramanga, febrero trece (13) de dos mil veinticuatro (2024) 

 

ASUNTO NIEGA PRISIÓN DOMICILARIA Y CONCEDE REDENCION  
Interlocutorio No. 94 

RADICADO NI 14176 (CUI 68081600015920190080400) EXPEDIENTE  FISICO X 

ELECTRONICO  

SENTENCIADO (A) NELSON JESÚS GASPAR CEDULA 1095944638 

CENTRO DE RECLUSIÓN CENTRO PENITENCIARIO DE ALTA Y MEDIANA SEGURIDAD DE GIRÓN 

DIRECCIÓN DOMICILIARIA N/A 

BIEN JURIDICO Patrimonio económico LEY 906/2004 X LEY 600/2000  LEY 1826/2017  

 

 

ASUNTO A TRATAR 
 
Se resuelve solicitud de prisión domiciliaria que ha sido elevada a favor del 

sentenciado NELSON JESUS GASPAR. 

 
CONSIDERACIONES 

 
En sentencia proferida el 29 de mayo de 2020 por el juzgado Segundo Penal del 

Circuito con funciones de conocimiento Barrancabermeja, NELSON JESUS GASPAR fue 

condenado a 11 años 6 meses de prisión, como autor del delito de hurto calificado y 

agravado en concurso heterogéneo con secuestro simple y fabricación, tráfico o porte de 

armas de fuego o municiones agravado.  

 

 

*REDENCIÓN DE PENA 

 

En la presente oportunidad se allega por las autoridades administrativas del Centro 

Penitenciario documentación así: 

Nº 

CERTIFICADO 

PERIODO TRABAJO ESTUDIO CONDUCTA 

DESDE HASTA HORAS REDENCION HORAS REDENCION  

18510394 ENE/2022 MAR/2022 616        38.5   
✓  

18604438 ABR/2022 JUN/2022 624         39   
✓  

18667860 JUL/2022 SEP/2022 632 39.5   
✓  

18779628 OCT/2022 DIC/2022 632 39.5   
✓  

18860713 ENE/2023 MAR/2023 616 38.5   
✓  

18925776 ABR/2023 JUN/2023 232 14.5 222 18.5 
✓  

19301503 JUL/2023 SEP/2023   354 29.5 
✓  

19060702 OCT/2023 OCT/2023   126 10.5 
✓  

TOTAL   3352 209.5 702 58.5 
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En consecuencia, las horas certificadas y que han sido referidas anteriormente le 

representan al sentenciado un total de DOSCIENTOS SESENTA Y OCHO (268) DÍAS de 

redención de pena; de conformidad con lo establecido en los artículos 81,82, 96, 97 y 101 

de la Ley 65 de 19931. 

 
El sentenciado solicita prisión domiciliaria con fundamento en el artículo 38 G del 

Código penal, adicionado por el artículo 28 de la Ley 1709 de 2014 que establece: 

 

“ARTÍCULO 38G. <Artículo modificado por el artículo 4 de la Ley 2014 de 2019. El nuevo 
texto es el siguiente:> La ejecución de la pena privativa de la libertad se cumplirá en el lugar de 
residencia o morada del condenado cuando haya cumplido la mitad de la condena y concurran los 
presupuestos contemplados en los numerales 3 y 4 del artículo 38B del presente código, excepto en 
los casos en que el condenado pertenezca al grupo familiar de la víctima o en aquellos eventos en 
que fue sentenciado por alguno de los siguientes delitos del presente código: genocidio; contra el 
derecho internacional humanitario; desaparición forzada; secuestro extorsivo; tortura; 
desplazamiento forzado; tráfico de menores; uso de menores de edad para la comisión de delitos; 
tráfico de migrantes; trata de personas; delitos contra la libertad, integridad y formación sexuales; 
extorsión; concierto para delinquir agravado; lavado de activos; terrorismo; usurpación y abuso de 
funciones públicas con fines terroristas; financiación del terrorismo y de actividades de delincuencia 
organizada; administración de recursos con actividades terroristas y de delincuencia organizada; 
financiación del terrorismo y administración de recursos relacionados con actividades terroristas; 
fabricación, tráfico y porte de armas y municiones de uso restringido, uso privativo de las fuerzas 
armadas o explosivos; delitos relacionados con el tráfico de estupefacientes, salvo los contemplados 
en el artículo 375 y el inciso 2 del artículo 376; peculado por apropiación; concusión; cohecho propio; 
cohecho impropio; cohecho por dar u ofrecer; interés indebido en la celebración de contratos; 
contrato sin cumplimientos de requisitos legales; acuerdos restrictivos de la competencia; tráfico de 
influencias de servidor público; enriquecimiento ilícito; prevaricato por acción; falso testimonio; 
soborno; soborno en la actuación penal; amenazas a testigo; ocultamiento, alteración o destrucción 
de elemento material probatorio; en los delitos que afecten el patrimonio del Estado. 

                                                           
1  ARTÍCULO 81. EVALUACIÓN Y CERTIFICACIÓN DEL TRABAJO. <Artículo modificado por el artículo 56 de la Ley 1709 
de 2014. El nuevo texto es el siguiente:> Para efectos de evaluación del trabajo en cada centro de reclusión habrá una junta, 
bajo la responsabilidad del Subdirector o del funcionario que designe el Director. 
El Director del establecimiento certificará las jornadas de trabajo de acuerdo con los reglamentos y el sistema de control de 
asistencia y rendimiento de labores que se establezcan al respecto.  
PARÁGRAFO 1o. Lo dispuesto en este artículo se aplicará también para los casos de detención y prisión domiciliaria y demás 
formas alternativas a la prisión.  
PARÁGRAFO 2o. No habrá distinciones entre el trabajo material y el intelectual. 
 
ARTÍCULO 82. REDENCIÓN DE LA PENA POR TRABAJO. El juez de ejecución de penas y medidas de seguridad concederá 
la redención de pena por trabajo a los condenados a pena privativa de libertad.  
A los detenidos y a los condenados se les abonará un día de reclusión por dos días de trabajo. Para estos efectos no se 

podrán computar más de ocho horas diarias de trabajo.  

El juez de ejecución de penas y medidas de seguridad constatará en cualquier momento, el trabajo, la educación y la 

enseñanza que se estén llevando a cabo en los centros de reclusión de su jurisdicción y lo pondrá en conocimiento del director 

respectivo. 

ARTÍCULO 96. EVALUACIÓN Y CERTIFICACIÓN DEL ESTUDIO. El estudio será certificado en los mismos términos del 
artículo 81 del presente Código, previa evaluación de los estudios realizados. 
 
ARTÍCULO 97. REDENCIÓN DE PENA POR ESTUDIO. <Artículo modificado por el artículo 60 de la Ley 1709 de 2014. El 
nuevo texto es el siguiente:> El juez de ejecución de penas y medidas de seguridad concederá la redención de pena por 
estudio a los condenados a pena privativa de la libertad. Se les abonará un día de reclusión por dos días de estudio.  
Se computará como un día de estudio la dedicación a esta actividad durante seis horas, así sea en días diferentes. Para esos 
efectos, no se podrán computar más de seis horas diarias de estudio.  
Los procesados también podrán realizar actividades de redención pero solo podrá computarse una vez quede en firme la 
condena, salvo que se trate de resolver sobre su libertad provisional por pena cumplida.  
 
ARTÍCULO 101. CONDICIONES PARA LA REDENCIÓN DE PENA. El juez de ejecución de penas y medidas de seguridad, 
para conceder o negar la redención de la pena, deberá tener en cuenta la evaluación que se haga del trabajo, la educación o 
la enseñanza de que trata la presente ley. En esta evaluación se considerará igualmente la conducta del interno. Cuando esta 
evaluación sea negativa, el juez de ejecución de penas se abstendrá de conceder dicha redención. La reglamentación 
determinará los períodos y formas de evaluación.  
 

 

 

 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_2014_2019.html#4
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0599_2000.html#38B
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/constitucion_politica_1991_pr012.html#375
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/constitucion_politica_1991_pr012.html#376
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1709_2014_pr001.html#56
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1709_2014_pr001.html#60
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PARÁGRAFO. Los particulares que hubieran participado en los delitos de peculado por apropiación, 

concusión, cohecho propio, cohecho impropio, cohecho por dar u ofrecer, interés indebido en la 

celebración de contrato, contrato sin cumplimiento de requisitos legales, acuerdos restrictivos de la 

competencia, tráfico de influencias de servidor público, enriquecimiento ilícito, prevaricato por acción, 

falso testimonio, soborno, soborno en la actuación penal, amenaza a testigos, ocultamiento, 

alteración, destrucción material probatorio, no tendrán el beneficio de que trata este artículo.” 

 

Conforme la citada disposición, para que el sentenciado pueda acceder al beneficio previsto 

en el artículo 38G del Código Penal, debe reunir los siguientes requisitos: (i) haber cumplido 

la mitad de la condena; (ii) que concurran los presupuestos contemplados en los numerales 

3 y 4 del artículo 38B del Código Penal2 y (iii) que no se trate de alguno de los delitos allí 

exceptuados. 

 

Actual situación del sentenciado frente al descuento de pena:   

  

➢ Descuenta pena de 11 años 6 meses de prisión (4140 días) 

➢ La privación de su libertad data del 5 de febrero de 2019, razón por la que, a la fecha 

presenta una detención física de 5 años 9 días (1809 días). 

➢ Ha sido destinatario de redención de pena en las siguientes oportunidades: 

➢ 31 de mayo de 2022; 309 días 

➢ En la fecha; 268 días 

➢ En consecuencia, sumado el tiempo de privación física de la libertad con las 

redenciones de pena reconocidas, se advierte que el penado presenta una 

detención efectiva de 6 años 7 mes 16 días (2386 días).  

 

Lo expuesto en precedencia permite advertir que el sentenciado ha superado el 

cumplimiento de la mitad de la condena de 11 años 6 meses de prisión, equivalente a 5 

años 9 meses (2070 días). 

 

                                                           
2 ARTÍCULO 38B. REQUISITOS PARA CONCEDER LA PRISIÓN DOMICILIARIA. Artículo adicionado por el artículo 23 de 

la Ley 1709 de 2014. Son requisitos para conceder la prisión domiciliaria:  
1. (…) 
 
3. Que se demuestre el arraigo familiar y social del condenado.  
 
En todo caso corresponde al juez de conocimiento, que imponga la medida, establecer con todos los elementos de prueba 
allegados a la actuación la existencia o inexistencia del arraigo.  
 
4. Que se garantice mediante caución el cumplimiento de las siguientes obligaciones:  
 
a) No cambiar de residencia sin autorización, previa del funcionario judicial;  
 
b) Que dentro del término que fije el juez sean reparados los daños ocasionados con el delito. El pago de la indemnización 
debe asegurarse mediante garantía personal, real, bancaria o mediante acuerdo con la víctima, salvo que demuestre 
insolvencia;  
 
c) Comparecer personalmente ante la autoridad judicial que vigile el cumplimiento de la pena cuando fuere requerido para 
ello;  
 
d) Permitir la entrada a la residencia de los servidores públicos encargados de realizar la vigilancia del cumplimiento de la 
reclusión. Además deberá cumplir las condiciones de seguridad que le hayan sido impuestas en la sentencia, las contenidas 
en los reglamentos del Inpec para el cumplimiento de la prisión domiciliaria y las adicionales que impusiere el Juez de 
Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad.” 

 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0599_2000.html#38B
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1709_2014.html#23
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Sin embargo, se advierte, que el requisito de arraigo familiar y social del sentenciado 

no se encuentra probado, toda vez que no fue allegado documento alguno tendiente a 

demostrarlo. 

Tal como lo sostuvo la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia el 

25 de mayo de 2015, radicado 29581, “La expresión arraigo, proveniente del latín ad 

radicare (echar raíces), supone la existencia de un vínculo del procesado con el lugar donde 

reside, lo cual se acredita con distintos  elementos de juicio, entre otros, tener una 

residencia fija y estable, vivir en ella junto con la familia y estar presto a atender el 

requerimiento de las autoridades”, y precisamente, se reitera, ello es lo que no se encuentra 

demostrado en el expediente, pues  se desconoce cuál es el lugar preciso de residencia a 

donde el interno iría a descontar la pena en el evento de concederle la prisión domiciliaria, 

ni se allegó prueba del vínculo que el penado tiene con su familia y la comunidad. 

 

Tanto el sentenciado como su defensa están habilitados para allegar la prueba al 

respecto. 

 

Por lo expuesto, EL JUZGADO TERCERO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE 

SEGURIDAD DE BUCARAMANGA, 

 

RESUELVE 

 

 

PRIMERO. Reconocer al sentenciado NELSON JESUS GASPAR identificado con 

la cédula de ciudadanía No 1.095.944.638, redención de pena de DOSCIENTOS SESENTA 

Y OCHO (268) días, por actividades realizadas intramuros. 

 

SEGUNDO: NEGAR al sentenciado NELSON JESUS GASPAR, el beneficio de 

prisión domiciliaria que consagra el artículo 38G del Código Penal, adicionado por el artículo 

28 de la Ley 1709 de 2014, con fundamento en las razones expuestas en la parte motiva 

de esta decisión. 

 

TERCERO: Contra esta decisión proceden los recursos de reposición y apelación. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

MARÍA HERMINIA CALA MORENO 

Juez 
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  LUIS CARLOS GUERRERO RUBIO 
  NI- 32310 

 

                    JUZGADO TERCERO DE EJECUCIÓN DE PENAS  

                Y MEDIDAS DE SEGURIDAD 

 
Bucaramanga, veintitrés (23) de enero de dos mil veinticuatro (2024) 

 
ASUNTO NIEGA LIBERTAD CONDICIONAL ESTARSE A LO RESUELTO 

AUTO No. 50 

RADICADO NI -40192 
(CUI- 730016000450201003203) 

EXPEDIENTE  FISICO  

ELECTRONICO X 

SENTENCIADO (A) LUIS CARLOS GUERRERO RUBIO CEDULA 1.110.500.779  

CENTRO DE 
RECLUSION 

CENTRO PENITENCIARIO Y CARCELARIO DE MEDIANA SEGURIDAD DE BUCARAMANGA 

DIRECCION 
DOMICILIARIA 

N/A 

BIEN JURIDICO Contra la vida LEY906/2004 X LEY 600/2000  LEY 1826/2017  

 

ASUNTO A TRATAR 
 

Se resuelve solicitud de libertad condicional elevada por el sentenciado LUIS CARLOS 

GUERRERO RUBIO.  

  

CONSIDERACIONES  

  

En sentencia proferida el 6 de diciembre de 2011, por el Juzgado Primero Penal del 

Circuito con Funciones de Conocimiento de Ibagué (T) y posteriormente confirmada por la 

Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Distrito Judicial de Ibagué, LUIS CARLOS 

GUERRERO RUBIO fue condenado a la pena de diecisiete (17) años y cuatro (4) meses de 

prisión, como responsable del delito de homicidio.   

  

Previamente se debe advertir que si bien por expreso mandato del artículo 33 de la 

Ley 1709 de 2014, las peticiones relativas a la ejecución de la pena, interpuestas directa o 

indirectamente por los condenados privados de la libertad, deben resolverse en audiencia 

virtual o pública, lo cierto es que para tal finalidad hasta el momento no se cuenta con la 

infraestructura necesaria, imponiéndose por tal motivo la resolución de la solicitud por estar 

implícito el derecho a la libertad.  

  

El artículo 30 de la Ley 1709 de 2014, que modificó el artículo 64 de la Ley 599 de 

2000, establece lo siguiente:  

  
“Artículo 64. Libertad condicional. El juez, previa valoración de la conducta punible, concederá la libertad 

condicional a la persona condenada a pena privativa de la libertad cuando haya cumplido con los siguientes 
requisitos:  
  
1. Que la persona haya cumplido las tres quintas (3/5) partes de la pena.  
  
2. Que su adecuado desempeño y comportamiento durante el tratamiento penitenciario en el centro de reclusión 
permita suponer fundadamente que no existe necesidad de continuar la ejecución de la pena.  
  
3. Que demuestre arraigo familiar y social.  
  
Corresponde al juez competente para conceder la libertad condicional establecer, con todos los elementos de 
prueba allegados a la actuación, la existencia o inexistencia del arraigo.  
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En todo caso su concesión estará supeditada a la reparación a la víctima o al aseguramiento del pago de la 
indemnización mediante garantía personal, real, bancaria o acuerdo de pago, salvo que se demuestre insolvencia 
del condenado.  
  
El tiempo que falte para el cumplimiento de la pena se tendrá como periodo de prueba. Cuando este sea inferior a 
tres años, el juez podrá aumentarlo hasta en otro tanto igual, de considerarlo necesario.”  
 

  

Actual situación del sentenciado frente al descuento de pena:    

 

• Pena impuesta:  208 meses de prisión (6240 días)  

• La privación de la libertad data del 12 de diciembre de 2010 al 27 de junio de 

2022 y posteriormente; del 13 de junio de 2023 a la fecha, para un total de 145 meses 

con 25 días (4.375 días). 

Respecto a redenciones:  

• Auto del 19 de septiembre de 20171: se reconoció redención de 3 meses y 5 

días (95 días). 

• Auto del 17 de octubre de 20182: se reconoció redención de 1 mes y 4 días (34 

días).  

• Auto del 29 de abril de 20183: se reconoció redención de 8 días y 6 horas.  

• Auto del 22 de mayo de 20194: reconoció redención de 1 días y 12 horas.  

En ese orden, la sumatoria de la privación física de la libertad y las redenciones de 

pena, totalizan 4.513 días y 18 horas.  

   

Lo expuesto en precedencia permite tener por establecido que el aludido sentenciado 

encuentra satisfecha a su favor la exigencia objetiva contenida en el artículo 64 de la Ley 599 

de 2000, modificado por el 30 de la Ley 1709 del 20 de enero de 2014, toda vez que ha 

superado las tres quintas partes (3.744 días) de la pena de prisión impuesta en su contra.  

 

Sin embargo, en lo que atañe con el pago de perjuicios el artículo 64 de la Ley 599 de 

2000 señala para efectos de la concesión de la libertad condicional: “En todo caso su 

concesión estará supeditada a la reparación a la víctima o al aseguramiento del pago de la 

indemnización mediante garantía personal, real, bancaria o acuerdo de pago, salvo que se 

demuestre insolvencia del condenado”.   

  

Entonces, como por expresa disposición del artículo 94 de la Ley 599 de 2000, “La 

conducta punible origina obligación de reparar los daños materiales y morales causados con 

ocasión de aquella”, en el artículo 102 y ss. de la ley 906 de 2004 (C.P.P.), se regula el 

incidente de reparación integral, el cual podrá ser presentado dentro del término de los 30 

días siguientes a la ejecutoria de la correspondiente sentencia de condena, tal como lo 

dispone el artículo 106 de la misma ley.  

                                                
1 Proferido por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Ibagué (T).  
2 Ibidem.  
3 Ibidem.  
4 Ibidem. 
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Como dentro de la actuación no existe constancia de que se haya resarcido el perjuicio 

ocasionado, lo procedente es elevar solicitud al JUZGADO PRIMERO PENAL DEL 

CIRCUITO CON FUNCION DE CONOCIMIENTO DE IBAGUE (TOLIMA), para que informe 

si se adelantó o no incidente de reparación integral y en caso afirmativo remita copia de la 

decisión que se haya adoptado al respecto.  

  

Asimismo, tanto el sentenciado como su defensa, están habilitados para allegar 

prueba al respecto.  

      

Por lo expuesto, EL JUZGADO TERCERO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS 

DE SEGURIDAD DE BUCARAMANGA,  

  

RESUELVE. 

 

PRIMERO: NEGAR a LUIS CARLOS GUERRERO RUBIO identificado con CC 

1.110.500.779 la solicitud de libertad condicional, con fundamento en las razones expuestas 

en la parte motiva de esta providencia.  

  

SEGUNDO: Librar oficio al JUZGADO PRIMERO PENAL DEL CIRCUITO CON 

FUNCION DE CONOCIMIENTO DE IBAGUE (TOLIMA), para que informe si se adelantó 

incidente de reparación integral, dentro del proceso adelantado por el juzgado Primero Penal 

del Circuito con Funciones de Conocimiento de Ibagué (T), radicado CUI 

73001600045020100320, solicitando copia de la decisión que se haya adoptado al respecto. 

 

 TERCERO: Contra esta providencia proceden los recursos de reposición y apelación.  

  

 

Notifíquese y cúmplase,  

 

 

NATHALIA JOHANNA JAIMES CARREÑO 

JUEZ (E)  

Paola  
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JUZGADO TERCERO DE EJECUCIÓN DE PENAS 

Y MEDIDAS DE SEGURIDAD  

 
Bucaramanga, febrero doce (12) dos mil veinticuatro (2024) 

                                                   
ASUNTO CONCEDE PRISION DOMICILIARIA Y CONCEDE REDENCION DE PENA 

Auto No 097 

RADICADO NI-10355 
CUI (680016000159201502365) 

EXPEDIENTE  FISICO X 

ELECTRONICO  

SENTENCIADO (A) RUBEN DARIO CRISTANCHO BLANCO CEDULA 1.098.778.875 

CENTRO DE RECLUSIÓN CENTRO PENITENCIARIO Y CARCELARIO DE ALTA Y MEDIANA SEGURIDAD DE GIRON 

DIRECCIÓN 
DOMICILIARIA 

N/A 

BIEN JURIDICO Contra la seguridad publica  LEY906/2004 X LEY 600/2000  LEY 1826/2017  

  
ASUNTO A TRATAR  

  
Se resuelve solicitud de libertad condicional y redención de pena elevada por el 

sentenciado RUBEN DARIO CRISTANCHO BLANCO. 

  
CONSIDERACIONES  

  
Este despacho ejerce vigilancia de la ejecución de la pena acumulada de 250 meses 

de prisión impuesta a RUBEN DARIO CRISTANCHO BLANCO en  sentencias proferidas: 

el 1º de Julio de 2015 por el Juzgado Primero Penal del Circuito con funciones de 

conocimiento de Bucaramanga como responsable del delito de tráfico, fabricación, porte o 

tenencia de armas de fuego, accesorios, partes o municiones NI 10335 (2015-2365) y el  7 

de septiembre de 2015  por el Juzgado Séptimo Penal del Circuito con funciones de 

conocimiento de Bucaramanga por el delito de homicidio NI 8559 (2014- 8549).  

  
Previamente se debe advertir que si bien por expreso mandato del artículo 33 de la 

Ley 1709 de 2014, las peticiones relativas a la ejecución de la pena, interpuestas directa o 

indirectamente por los condenados privados de la libertad, deben resolverse en audiencia 

virtual o pública, lo cierto es que para tal finalidad hasta el momento no se cuenta con la 

infraestructura necesaria, imponiéndose por tal motivo la resolución de la solicitud por estar 

implícito el derecho a la libertad. 

  

 REDENCIÓN DE PENA  

 
En la presente oportunidad se allega por las autoridades administrativas del Centro 

Penitenciario, documentación así: 

Nº 

CERTIFICADO 

PERIODO TRABAJO ESTUDIO CONDUCTA 

DESDE HASTA HORAS REDENCION HORAS REDENCION       

18859681 ENE/2023 MAR/2023   378 31.5 ✓  

18922433 ABR/2023 JUN/2023   348 29 ✓  

19030602 JUL/2023 AGO/2023   234 19.5 ✓  

19105031 SEP/2023 DIC/2023   414 34.5 ✓  

TOTALES     1374 114.5  
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En consecuencia, las horas certificadas y que han sido referidas anteriormente le 

representan a la sentenciada un total de CIENTO CATORCE PUNTO CINCO (114.5) días 

de redención de pena; de conformidad con lo establecido en los artículos 81, 96, 97 y 101 

de la Ley 65 de 19931. 

 

PRISION DOMICILIARIA 

 

El sentenciado solicita prisión domiciliaria con fundamento en el artículo 38 G del 

Código penal, adicionado por el artículo 28 de la Ley 1709 de 2014 que establece: 

 
“ARTÍCULO 38G. <Artículo modificado por el artículo 4 de la Ley 2014 de 2019. El nuevo 

texto es el siguiente:> La ejecución de la pena privativa de la libertad se cumplirá en el lugar de 
residencia o morada del condenado cuando haya cumplido la mitad de la condena y concurran los 
presupuestos contemplados en los numerales 3 y 4 del artículo 38B del presente código, excepto en 
los casos en que el condenado pertenezca al grupo familiar de la víctima o en aquellos eventos en 
que fue sentenciado por alguno de los siguientes delitos del presente código: genocidio; contra el 
derecho internacional humanitario; desaparición forzada; secuestro extorsivo; tortura; 
desplazamiento forzado; tráfico de menores; uso de menores de edad para la comisión de delitos; 
tráfico de migrantes; trata de personas; delitos contra la libertad, integridad y formación sexuales; 
extorsión; concierto para delinquir agravado; lavado de activos; terrorismo; usurpación y abuso de 
funciones públicas con fines terroristas; financiación del terrorismo y de actividades de delincuencia 
organizada; administración de recursos con actividades terroristas y de delincuencia organizada; 
financiación del terrorismo y administración de recursos relacionados con actividades terroristas; 
fabricación, tráfico y porte de armas y municiones de uso restringido, uso privativo de las fuerzas 
armadas o explosivos; delitos relacionados con el tráfico de estupefacientes, salvo los contemplados 
en el artículo 375 y el inciso 2 del artículo 376; peculado por apropiación; concusión; cohecho propio; 
cohecho impropio; cohecho por dar u ofrecer; interés indebido en la celebración de contratos; 
contrato sin cumplimientos de requisitos legales; acuerdos restrictivos de la competencia; tráfico de 
influencias de servidor público; enriquecimiento ilícito; prevaricato por acción; falso testimonio; 
soborno; soborno en la actuación penal; amenazas a testigo; ocultamiento, alteración o destrucción 
de elemento material probatorio; en los delitos que afecten el patrimonio del Estado. 

 
PARÁGRAFO. Los particulares que hubieran participado en los delitos de peculado por apropiación, 
concusión, cohecho propio, cohecho impropio, cohecho por dar u ofrecer, interés indebido en la 
celebración de contrato, contrato sin cumplimiento de requisitos legales, acuerdos restrictivos de la 
competencia, tráfico de influencias de servidor público, enriquecimiento ilícito, prevaricato por acción, 
falso testimonio, soborno, soborno en la actuación penal, amenaza a testigos, ocultamiento, 
alteración, destrucción material probatorio, no tendrán el beneficio de que trata este artículo.” 
 

Conforme la citada disposición, para que el sentenciado pueda acceder al beneficio previsto 

en el artículo 38G del Código Penal, debe reunir los siguientes requisitos: (i) haber cumplido 

                                                
1 ARTÍCULO 81. EVALUACIÓN Y CERTIFICACIÓN DEL TRABAJO. <Artículo modificado por el artículo 56 de la Ley 1709 de 2014. El nuevo 

texto es el siguiente:> Para efectos de evaluación del trabajo en cada centro de reclusión habrá una junta, bajo la responsabilidad del Subdirector 

o del funcionario que designe el Director. 

El Director del establecimiento certificará las jornadas de trabajo de acuerdo con los reglamentos y el sistema de control de asistencia y 

rendimiento de labores que se establezcan al respecto.  

PARÁGRAFO 1o. Lo dispuesto en este artículo se aplicará también para los casos de detención y prisión domiciliaria y demás formas 

alternativas a la prisión.  

PARÁGRAFO 2o. No habrá distinciones entre el trabajo material y el intelectual. 

 

ARTÍCULO 96. EVALUACIÓN Y CERTIFICACIÓN DEL ESTUDIO. El estudio será certificado en los mismos términos del artículo 81 del 
presente Código, previa evaluación de los estudios realizados. 
 
ARTÍCULO 97. REDENCIÓN DE PENA POR ESTUDIO. <Artículo modificado por el artículo 60 de la Ley 1709 de 2014. El nuevo texto es el 

siguiente:> El juez de ejecución de penas y medidas de seguridad concederá la redención de pena por estudio a los condenados a pena 

privativa de la libertad. Se les abonará un día de reclusión por dos días de estudio.  

Se computará como un día de estudio la dedicación a esta actividad durante seis horas, así sea en días diferentes. Para esos efectos, no se 

podrán computar más de seis horas diarias de estudio.  

Los procesados también podrán realizar actividades de redención, pero solo podrá computarse una vez quede en firme la condena, salvo que 

se trate de resolver sobre su libertad provisional por pena cumplida.  

 

ARTÍCULO 101. CONDICIONES PARA LA REDENCIÓN DE PENA. El juez de ejecución de penas y medidas de seguridad, para conceder o 

negar la redención de la pena, deberá tener en cuenta la evaluación que se haga del trabajo, la educación o la enseñanza de que trata la 

presente ley. En esta evaluación se considerará igualmente la conducta del interno. Cuando esta evaluación sea negativa, el juez de ejecución 

de penas se abstendrá de conceder dicha redención. La reglamentación determinará los períodos y formas de evaluación.  

 

 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_2014_2019.html#4
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0599_2000.html#38B
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/constitucion_politica_1991_pr012.html#375
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/constitucion_politica_1991_pr012.html#376
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1709_2014_pr001.html#56
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1709_2014_pr001.html#60
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la mitad de la condena; (ii) que concurran los presupuestos contemplados en los numerales 

3 y 4 del artículo  38B del Código Penal2 y (iii) que no se trate de alguno de los delitos allí 

exceptuados. 

 

Actual situación del sentenciado frente al descuento de pena: 

➢ Pena impuesta:  250 meses de prisión (7500 días). 

➢ La privación de la libertad data del 1 de marzo de 2015, a hoy, 107 meses 12 días 

(3222). 

➢ Ha sido destinatario de redención de pena en las siguientes oportunidades 

➢ 23 de febrero de 2017; 112 días. 

➢ 25 de mayo de 2017; 29.5 días. 

➢ 25 de junio de 2017; 31 días. 

➢ 10 de mayo de 2018; 89 días. 

➢ 13 de agosto de 2019; 75 días. 

➢ 13 de noviembre de 2019; 71 días. 

➢ 15 de septiembre de 2020; 90 días. 

➢ 2 de julio de 2021; 60.5 días. 

➢ 4 de marzo de 2022; 6 días. 

➢ 12 de diciembre de 2022; 62 días. 

➢ En la fecha; 114.5 días. 

 

Sumados, descuento físico de pena y redención de pena arroja un total de 132 meses 

2.5 días (3962.5 días). 

 

Lo expuesto en precedencia permite advertir que el sentenciado ha superado el 

cumplimiento de la mitad de la condena de 250 meses de prisión, equivalente a 125 meses 

(3750 días). 

                                                
2 ARTÍCULO 38B. REQUISITOS PARA CONCEDER LA PRISIÓN DOMICILIARIA. Artículo adicionado por el artículo 23 de 

la Ley 1709 de 2014. Son requisitos para conceder la prisión domiciliaria:  

1. (…) 

 

3. Que se demuestre el arraigo familiar y social del condenado.  

 

En todo caso corresponde al juez de conocimiento, que imponga la medida, establecer con todos los elementos 

de prueba allegados a la actuación la existencia o inexistencia del arraigo.  

 

4. Que se garantice mediante caución el cumplimiento de las siguientes obligaciones:  
 
a) No cambiar de residencia sin autorización, previa del funcionario judicial;  
 
b) Que dentro del término que fije el juez sean reparados los daños ocasionados con el delito. El pago de la indemnización 
debe asegurarse mediante garantía personal, real, bancaria o mediante acuerdo con la víctima, salvo que demuestre 
insolvencia;  
 
c) Comparecer personalmente ante la autoridad judicial que vigile el cumplimiento de la pena cuando fuere requerido para 
ello;  
 
d) Permitir la entrada a la residencia de los servidores públicos encargados de realizar la vigilancia del cumplimiento de la 
reclusión. Además deberá cumplir las condiciones de seguridad que le hayan sido impuestas en la sentencia, las contenidas 
en los reglamentos del Inpec para el cumplimiento de la prisión domiciliaria y las adicionales que impusiere el Juez de 
Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad.” 

 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0599_2000.html#38B
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1709_2014.html#23
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Respecto del arraigo social y familiar, obra dentro del expediente declaración 

rendida ante notario por Elizabeth Blanco Rodríguez madre del sentenciado quien 

manifiesta estar dispuesta a recibirlo en su casa ubicada en la carrera 2 A No 16 AN -45 

barrio María Paz norte de Bucaramanga, con contacto telefónico celular 3124783348; obra 

igualmente, escrito de signado por varios residentes del barrio María Paz de Bucaramanga, 

en el que refieren que conocen al sentenciado. Igualmente se anexó copia de recibo de 

servicio público en el que se registra dicha dirección. 

 

 La conducta delictiva por la que fue condenado no hace parte del listado prohibitivo 

contenido en el artículo 38G de la Ley 599 de 2000, adicionado por el artículo 28 de la Ley 

1709 de 2014. 

Lo anterior permite concluir que el sentenciado encuentra satisfechas a su favor las 

exigencias previstas en la norma, para que pueda continuar descontando la sanción en su 

lugar de residencia o morada, previa caución real por valor de $200.000, que deberá 

consignar a órdenes de este juzgado en la cuenta No. 680012037003 del Banco Agrario y 

suscripción del acta de compromiso en la que se le impondrán las obligaciones señaladas 

en el artículo 38B del Código Penal. 

Por lo expuesto, EL JUZGADO TERCERO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE 

SEGURIDAD DE BUCARAMANGA, 

RESUELVE 

 

PRIMERO: RECONOCER a RUBEN DARIO CRISTANCHO BLANCO identificado 

con la cédula de ciudadanía No. 1.098.778.875, redención de pena de CIENTO CATORCE 

PUNTO CINCO (114.5) DÍAS por actividades realizadas al interior del Penal. 

 

SEGUNDO: Conceder al sentenciado RUBEN DARIO CRISTANCHO BLANCO, el 

beneficio de prisión domiciliaria que consagra el artículo 38G del Código Penal, adicionado 

por el artículo 28 de la Ley 1709 de 2014, previo otorgamiento de caución real por valor de 

$200.000 que deberá consignar a órdenes de este juzgado en la cuenta No. 680012037003 

y suscripción de diligencia en la que se le impondrán las obligaciones contenidas en el 

artículo 38B de la Ley 599 de 2000. 

 

TERCERO: Una vez el sentenciado otorgue la caución se librará oficio a la Dirección 

de Centro Penitenciario y Carcelario de Alta y Mediana Seguridad de Girón (S) a efectos de 

que le haga suscribir diligencia de compromiso y lo traslade a su lugar de domicilio ubicado 

en la carrera 2 A No 16 AN -45 barrio María Paz norte de Bucaramanga, con contacto 

telefónico celular 3124783348, donde continuará descontando la pena de prisión que aún 

le resta. 
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CUARTO: Conforme a lo dispuesto en el inciso 2º del artículo 38D del Código penal, 

adicionado por el artículo 25 de la Ley 1709 de 2014, la medida sustitutiva estará 

acompañada del mecanismo de vigilancia electrónica que deberá ser instalado por el 

INPEC, entidad que ejercerá vigilancia sobre el cumplimiento de la medida sustitutiva 

concedida al penado. 

 

QUINTO: Contra esta decisión proceden los recursos de reposición y apelación. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

MARÍA HERMINIA CALA MORENO 

Juez 

YENNY 

 

 

 



   
 

JUZGADO CUARTO DE EJECUCIÓN DE PENAS 

Y MEDIDAS DE SEGURIDAD  

 

  Bucaramanga, trece (13) de febrero de dos mil veint icuatro (2024)  
 

                                                   

ASUNTO A UT O  N IE GA  RE DE NC IÓ N DE  P E N A  Y  N IE GA  P R IS I ÓN  D O MI C L I A R IA  P O R  

GRA V E  E N FE R ME D A D  

RADICADO NI  10931  CUI  68655-6000 -135-

2021-00206 -00  

EXPEDIENTE  F ÍS ICO  

ELECTRÓNICO  X 

SENTENCIADO (A)  JOHN JAIRO GUERRA 

ARCINIEGAS  

CEDULA 13.568.652  

CENTRO DE 

RECLUSIÓN 

EPMSC BARRANCABERMEJA  

DIRECCIÓN 

DOMICILIARIA  

  

B IEN JURÍDICO  CONTRA LA VIDA 

LEY 906 DE 2004  X  600 DE 2000   1826 DE 2017   

 

 

ASUNTO A TRATAR 

 

El Juzgado procede a resolver las sol icitudes de pris ión domicil iar ia por 

grave enfermedad elevada por el Dr. César Augusto Plata Santos apoderado 

del sentenciado JOHN JAIRO GUERRA ARCINIEGAS y de redención de 

pena dentro del proceso en referencia.  

 

CONSIDERACIONES 

 

Este Juzgado vigi la a JOHN JAIRO GUERRA ARCINIEGAS  la pena de 109 

meses de pr is ión, impuesta mediante sentencia condenatoria proferida el 14 

de dic iembre de 2022 por el Juzgado Primero Penal del Circuito con 

Funciones de Conocimiento de Barrancabermeja, como responsable de los 

del itos de Homicid io en concurso heterogéneo y sucesivo con fabricación, 

tráf ico, porte o tenencia de armas de fuego, accesor ios, partes o municiones .  

En el fal lo le fueron negados los mecanismos sust itut ivos de la pena 

privat iva de la l ibertad. Se encuentra privad o de la l ibertad por cuenta de 

este proceso desde el 16 de noviembre de 2023.   

 

1. DE LA SOLICITUD DE REDENCIÓN DE PENA  

 

El establecimiento penitenciar io EPMSC BARRANCABERMEJA remite 

documentos para estudio de redención de pena, correspondiente a periodos 

en los que no se encontraba pr ivado de la l ibertad por este proceso :  

  

Certificado Horas Actividad Periodo Calificación Conducta 

19000188 

114 ESTUDIO 01/07/2023 AL 31/07/2023 SOBRESALIENTE  BUENA 

108 ESTUDIO 01/08/2023 AL 31/08/2023 SOBRESALIENTE BUENA 

36 ESTUDIO 1/09/2023 AL 30/09/2023 DEFICIENTE BUENA 

 



 

 

Es de advert ir  que el procesado se encuentra privado de la l ibertad por este 

proceso desde el 11 de noviembre de 2022, sin embargo, revisada la cart i l la 

biográf ica se advierte que no ha sido reconocida la redención de pena, por 

lo que se procederá a su estudio dando apl icación de los principios “pro 

homine y favor l ibertat is ”,  ante el evidente cumplimiento de los requisitos 

para conceder la redención de pena al legada por el establecimiento 

carcelario en el presente caso.   

 

De acuerdo con los documentos aportados, NO se concederá redención 

de pena de las 36 horas de estudio de septiembre de 2023, toda vez 

que la act ividad fue cali f icada como DEFICIENTE. 

 

Efectuados los demás cómputos legales según lo previsto en los artículos  

82 y 97 del Código Penitenciar io y Carcelario, y comoquiera que se cumplen 

los requisitos previstos en el artículo 101  ibídem, se reconoce redención 

de pena al sentenciado en 18 días por concepto de estudio, los cuales 

se abonarán como descuento a la pena de pris ión impuesta.   

 

2. DE LA SOLICITUD DE PRISIÓN DOMICILIARIA CONFORME AL 

ARTÍCULO 314 DEL CPP. 

 

El procesado a través del apoderado solic ita  se conceda la pr is ión 

domici l iar ia, teniendo en cuenta que existe una constancia del médico del 

INPEC de Barrancabermeja que cert if ica las múlt iples comorbi l idades que 

padece, enfermedades y cirugías que por el hacinamiento carcelario y la 

asepsia requiere su concesión, mientras recibe tratamiento especializado en 

protección de su vida.   

 

Por lo anter ior, mediante auto proferido el 22 de dic iembre de 2023 se 

dispuso of iciar al director del EPMSC BARRANCABERMEJA para remit ir  al 

interno hasta las instalaciones del Inst ituto Nacional de Medicina Legal, con 

el f in de pract icar e l reconocimiento médico legal ,  tendiente a establecer si 

se requiere la internación en hospital o si padece una enfermedad grave 

incompatible con la vida en reclusión.  

 

La expert ic ia médico legal fue pract icada al sentenciado el día 12 de enero 

de 2024, cuyo informe fue recibido en este Juzgado el 23 de enero siguiente.  

 

Conforme lo previsto en el artículo 68 del Código Penal, el Juez podrá 

ordenar la ejecución de la pena privat iva de la l ibertad en la residencia del 

sentenciado o en un centro hospitalario determinado por el INPEC, cuando 

éste padezca una enfermedad muy grave que resulte incompatible con la 

vida en reclusión, según concepto de Medicina Legal que así lo determine, 

medida que está supeditada a la real ización de exámenes periódicos  que 

determinen la persistencia de la patología y la situación de vulnerabi l idad 

del procesado dentro de un establecimiento carcelar io.  

  



 

 

En el mismo sent ido, el artículo 461 de la Ley 906 de 2004 dispone que el 

Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad está facultado para 

ordenar la sust itución de la ejecución de la pena, en los mismos eventos que 

procede la sust itución de la detención prevent iva que consagra el artículo 

314 ibidem, norma que en su causal 4° establece la procedencia del 

subrogado cuando se acredite un estado de salud grave por enfermedad, 

previo dictamen del médico legal.   

 

Bajo ese régimen legal,  se advierte que la concesión de la pris ión 

domici l iar ia requiere que las patologías que presente el interno sean de tal  

gravedad que su estado de salud resulte incompatible con la vida formal de 

reclusión, condición que debe ser valorada por el médico legista mediante 

un dictamen per ic ial.   Así las cosas, es clara la norma al supeditar el  

sust ituto de la pena a una valoración objet iva, idó nea, profesional y 

científ ica de la autoridad médica correspondiente que cert if ique el estado 

de salud del sentenciado y avale una circunstancia médica que impida el 

cumplimiento de la pena de pris ión de manera intramural.   

 

En el sub judice, obra el dictamen médico forense sobre el estado de salud 

del sentenciado JOHN JAIRO GUERRA ARCINIEGAS real izado el 12 de 

enero de 2024, en el acápite DIAGNÓSTICO CLÍNICO O IMPRESIÓN 

DIAGNÓSTICA se registró :   “1-  Fís tula recta l (K604) (corregida) . 2 -  T innitus 

(H931).  3-  Hipoacusia neurosensor ia l  b i la tera l (H903) 4 -  Ot i t is  media 

tuburot impánica crónica (H661)” .   Asimismo, en el  í tem DIAGNÓSTICO indicó:   “Se 

trata  de un adul to medio con antecedentes pato lógicos descr i tos en el  í tem 

anter ior ,  actualmente se encuentra en un segundo mes postquirúrg ico de 

f is tulec tomía que es un procedimiento quirúrg ico que se real iza para correcc ión de 

una f ístu la que en e l  caso del usuar io se encontraba a n ivel anal ,  con buena 

evoluc ión c lín ica según histor ia c l ínica de control  por parte de medico tratante y 

a l momento del  examen fís ico se ev idenc ió c icatr iz  s in secrec iones n i  sangrado 

hac ia las 9 del tablero del re lo j a nivel anal ,  a la espera de su segundo contro l con 

espec ial is ta para e l  mes de febrero de 2004.  Además estuvo en tratamiento 

farmacológico por  parte de otorr inolar ingología por  presenc ia de t innitus  b i latera l,  

que es la percepc ión de un sonido que no es de fuente externa por  lo  que otras 

personas no pueden escuchar lo, mani f ies ta que e l  tratamiento env iado por  e l 

espec ial is ta no le ha permito su mejor ía,  s in embargo mani f ies ta automedicac ión 

con “Clonazepam” con mejoría del  cuadro,  ú lt imo contro l  con otorr inolar ingología 

en Sept iembre de 2023.  Al momento del examen f ís i co e l Señor Jhon Jairo t iene 

sus s ignos v i tales  estables,  no presenta a lterac ión a n ivel  de su examen f ís ico, 

por  tanto,  se cons idera que sus pato logías de base no requieren del  manejo 

intrahospita lar io o de urgenc ias, n i  a l  momento de la valoración se enc uentra en 

r iesgo la v ida del usuar io, ya que sus pato logías se encuentran controladas.  Al 

momento de la valorac ión e l  Señor  Guerra no presenta enfermedades 

concomitantes que generen r iesgo de compl icac iones. Las pato logías presentes 

no son infectocontagiosas para sus compañeros de cárcel .  El señor Guerra es 

independiente para su cuidado, no presenta l imitac ión para real izar sus 

act iv idades de la v ida d iar ia,  presenta una escala de Barthel de 100/100 con total  

independenc ia.  Se hace énfas is en la impor tanc ia de garant izar la cont inuidad en 

los contro les  médicos per iódicos,  suminis tro de manejo farmacológico y  no 

farmacológico env iados por parte del médico tratante (médico general y  

coloproctó logo),  así como la toma de exámenes complementar ios  sol ic i tados po r  



 

 

los espec ia l is tas  y las recomendaciones nutr ic ionales espec ia les para sus 

patologías de base, los cuales se pueden real izar  de manera ambulator ia” .     

 

Por tal mot ivo, la expert ic ia concluyó que : “En el momento del examen, 

JHON JAIRO GUERRA ARCINIEGAS presenta diagnóst icos descr itos en el 

í tem diagnóstico, el cual en sus actuales condiciones no fundamenta un 

estado grave por enfermedad.”    (Subrayado y negr il la del Despacho).  

 

De esa manera, se advierte que la situación del procesado JOHN JAIRO 

GUERRA ARCINIEGAS no se encuentra inmersa dentro del supuesto legal 

previsto en la norma para la concesión del sust ituto de la pena de pris ión 

domici l iar ia por grave enfermedad, como tampoco meritoria de internamiento 

en un centro hospitalar io.  

 

En efecto, no se desconoce el diagnóstico que presenta el sentenciado, y 

que se encuentra demostrado con la valoración del Inst ituto de Medicina 

Legal que obra en las presentes di l igencias, pero a pesar de ello, existe una 

expert icia médica concluyente de que esos padecimientos no generan un 

estado de salud grave para el paciente que le impida ejecutar la pena de 

pris ión que le fue impuesta en la sentencia, comoquiera que puede cont inuar 

recibiendo la atención en salud que requiere dentro del es tablecimiento 

carcelario.  

 

Bajo esas consideraciones, se concluye que actualmente el sentenciado 

JOHN JAIRO GUERRA ARCINIEGA no presenta un estado de salud grave y 

el tratamiento médico que requiere para el manejo de sus patologías resulta 

compatible con la vida en reclusión, de ahí que no es posible sust ituir la 

ejecución de la pena de prisión en establecimiento carcelar io por la pris ión 

domici l iar ia o en hospital,  según lo dispuesto en los artículos 68 del Código 

Penal y 314 numeral 4° de la Ley 906 de 2004.  

 

En consecuencia, se negará la sust itución de la pena pr ivat iva de la l ibertad 

en establecimiento carcelario por la de internación en centro hospitalario o 

por la de pris ión domici l iar ia elevada a favor del sentenciado, atendiendo el 

dictamen per ic ia l realizado el 12 de enero de 2024 por el Inst ituto Nacional 

de Medicina Legal y Ciencias Forenses  – Unidad Básica Bucaramanga -.  

 

Teniendo en cuenta la conclusión del Inst ituto de Medicina Legal, a través 

de Asistencia Social sol icítese al Director de la EPMSC 

BARRANCABERMEJA para que adopte las medidas necesar ias para 

garant izar la atención médica que requier a el sentenciado.    

 

 

Por lo expuesto, EL JUZGADO CUARTO DE EJECUCIÓN DE PENAS 

Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE BUCARAMANGA ,  

 

 

 



 

 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO .-       CONCEDER redención de pena a JOHN JAIRO GUERRA 

ARCINIEGAS  de dieciocho (18) días por concepto de estudio,  conforme los 

cert if icados TEE evaluados, los cuales se abonan como descuento a la pena 

de pris ión impuesta.  

 

SEGUNDO.-  NO CONCEDER  a JOHN JAIRO GUERRA ARCINIEGAS  

redención de pena de las 36 horas de estudio de sept iembre de 2023, toda 

vez que la act iv idad fue cal if icada como DEFICIENTE. 

 

TERCERO .-      NEGAR  la sustitución de la pena privat iva de la l ibertad 

en establecimiento carcelario por la de internación en centro hospitalario o 

por la de prisión domici l iar ia por grave enfermedad al sentenciado JOHN 

JAIRO GUERRA ARCINIEGAS, según las razones expuestas en  la parte 

motiva de esta providencia.  

 

CUARTO.-  PREVENIR  al Director del EPMSC BARRANCABERMEJA 

para que adopte las medidas necesar ias para garantizar la atención médica 

que requiere el sentenciado JOHN JAIRO GUERRA ARCINIEGAS.  Por 

Asistencia Social líbrense los of icios.  

 

QUINTO.-         Contra esta decisión proceden los recursos de reposición 

y apelación.  

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE  

 

 

ILEANA DUARTE PULIDO  

JUEZ  

 
Irene C. 
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JUZGADO TERCERO DE EJECUCIÓN DE PENAS 

Y MEDIDAS DE SEGURIDAD  

 

Bucaramanga, febrero doce (12) de dos mil veinticuatro (2024) 

 

 

ASUNTO CONCEDE PRISIÓN DOMICILARIA ART 38G C.P. 
Interlocutorio No. 96 

RADICADO NI 14176 (CUI 68081600015920190080400) EXPEDIENTE  FISICO X 

ELECTRONICO  

SENTENCIADO (A) REIBEN TORRES REY CEDULA 1.095.935.261 

CENTRO DE RECLUSIÓN CENTRO PENITENCIARIO DE ALTA Y MEDIANA SEGURIDAD DE GIRÓN 

DIRECCIÓN DOMICILIARIA N/A 

BIEN JURIDICO Patrimonio económico LEY 906/2004 X LEY 600/2000  LEY 1826/2017  

 

 

 

ASUNTO A TRATAR 
 

 
Se resuelve solicitud de prisión domiciliaria que ha sido elevada a favor del 

sentenciado REIBEN TORRES REY. 

 

 
CONSIDERACIONES 

 

 
En sentencia proferida el 29 de mayo de 2020 por el juzgado Segundo Penal del 

Circuito con funciones de conocimiento Barrancabermeja, REIBEN TORRES REY fue 

condenado a 11 años 6 meses de prisión, como autor del delito de hurto calificado y 

agravado en concurso heterogéneo con secuestro simple y fabricación, tráfico o porte de 

armas de fuego o municiones agravado.  

 
El sentenciado solicita prisión domiciliaria con fundamento en el artículo 38 G del 

Código penal, adicionado por el artículo 28 de la Ley 1709 de 2014 que establece: 

 
“ARTÍCULO 38G. <Artículo modificado por el artículo 4 de la Ley 2014 de 2019. El nuevo 

texto es el siguiente:> La ejecución de la pena privativa de la libertad se cumplirá en el lugar de 
residencia o morada del condenado cuando haya cumplido la mitad de la condena y concurran los 
presupuestos contemplados en los numerales 3 y 4 del artículo 38B del presente código, excepto en 
los casos en que el condenado pertenezca al grupo familiar de la víctima o en aquellos eventos en 
que fue sentenciado por alguno de los siguientes delitos del presente código: genocidio; contra el 
derecho internacional humanitario; desaparición forzada; secuestro extorsivo; tortura; 
desplazamiento forzado; tráfico de menores; uso de menores de edad para la comisión de delitos; 
tráfico de migrantes; trata de personas; delitos contra la libertad, integridad y formación sexuales; 
extorsión; concierto para delinquir agravado; lavado de activos; terrorismo; usurpación y abuso de 
funciones públicas con fines terroristas; financiación del terrorismo y de actividades de delincuencia 
organizada; administración de recursos con actividades terroristas y de delincuencia organizada; 
financiación del terrorismo y administración de recursos relacionados con actividades terroristas; 
fabricación, tráfico y porte de armas y municiones de uso restringido, uso privativo de las fuerzas 
armadas o explosivos; delitos relacionados con el tráfico de estupefacientes, salvo los contemplados 
en el artículo 375 y el inciso 2 del artículo 376; peculado por apropiación; concusión; cohecho propio; 
cohecho impropio; cohecho por dar u ofrecer; interés indebido en la celebración de contratos; 
contrato sin cumplimientos de requisitos legales; acuerdos restrictivos de la competencia; tráfico de 
influencias de servidor público; enriquecimiento ilícito; prevaricato por acción; falso testimonio; 
soborno; soborno en la actuación penal; amenazas a testigo; ocultamiento, alteración o destrucción 
de elemento material probatorio; en los delitos que afecten el patrimonio del Estado. 

 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_2014_2019.html#4
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0599_2000.html#38B
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/constitucion_politica_1991_pr012.html#375
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/constitucion_politica_1991_pr012.html#376
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PARÁGRAFO. Los particulares que hubieran participado en los delitos de peculado por apropiación, 
concusión, cohecho propio, cohecho impropio, cohecho por dar u ofrecer, interés indebido en la 
celebración de contrato, contrato sin cumplimiento de requisitos legales, acuerdos restrictivos de la 
competencia, tráfico de influencias de servidor público, enriquecimiento ilícito, prevaricato por acción, 
falso testimonio, soborno, soborno en la actuación penal, amenaza a testigos, ocultamiento, 
alteración, destrucción material probatorio, no tendrán el beneficio de que trata este artículo. 
 
 

Conforme la citada disposición, para que el sentenciado pueda acceder al beneficio previsto 

en el artículo 38G del Código Penal, debe reunir los siguientes requisitos: (i) haber cumplido 

la mitad de la condena; (ii) que concurran los presupuestos contemplados en los numerales 

3 y 4 del artículo 38B del Código Penal1 y (iii) que no se trate de alguno de los delitos allí 

exceptuados. 

 

Actual situación del sentenciado frente al descuento de pena:   

 
➢ Descuenta pena de 11 años 6 meses de prisión (4140 días) 

➢ La privación de su libertad data del 5 de febrero de 2019, razón por la que, a la fecha 

presenta una detención física de 5 años 8 días (1808 días). 

➢ Ha sido destinatario de redención de pena en las siguientes oportunidades: 

➢ 25 de marzo de 2022: 305 días. 

➢ 11 de mayo de 2023; 123 días. 

➢ En consecuencia, sumado el tiempo de privación física de la libertad con las 

redenciones de pena reconocidas, se advierte que el penado presenta una 

detención efectiva de 6 años 2 meses 16 días (2236 días).  

 
Lo expuesto en precedencia permite advertir que el sentenciado ha superado el 

cumplimiento de la mitad de la condena de 11 años 6 meses de prisión, equivalente a 5 

años 9 meses (2070 días). 

 

Respecto del arraigo social y familiar, fueron allegados: escrito firmado por Ligia Rey 

Mora, madre del sentenciado quien manifiesta estar dispuesta a recibirlo en su casa 

                                                
1 ARTÍCULO 38B. REQUISITOS PARA CONCEDER LA PRISIÓN DOMICILIARIA. Artículo adicionado por el artículo 23 de 

la Ley 1709 de 2014. Son requisitos para conceder la prisión domiciliaria:  
1. (…) 
 
3. Que se demuestre el arraigo familiar y social del condenado.  
 
En todo caso corresponde al juez de conocimiento, que imponga la medida, establecer con todos los elementos de prueba 
allegados a la actuación la existencia o inexistencia del arraigo.  
 
4. Que se garantice mediante caución el cumplimiento de las siguientes obligaciones:  
 
a) No cambiar de residencia sin autorización, previa del funcionario judicial;  
 
b) Que dentro del término que fije el juez sean reparados los daños ocasionados con el delito. El pago de la indemnización 
debe asegurarse mediante garantía personal, real, bancaria o mediante acuerdo con la víctima, salvo que demuestre 
insolvencia;  
 
c) Comparecer personalmente ante la autoridad judicial que vigile el cumplimiento de la pena cuando fuere requerido para 
ello;  
 
d) Permitir la entrada a la residencia de los servidores públicos encargados de realizar la vigilancia del cumplimiento de la 
reclusión. Además deberá cumplir las condiciones de seguridad que le hayan sido impuestas en la sentencia, las contenidas 
en los reglamentos del Inpec para el cumplimiento de la prisión domiciliaria y las adicionales que impusiere el Juez de 
Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad.” 

 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0599_2000.html#38B
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1709_2014.html#23
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ubicada en la calle N21 N numero -07 barrio Villas de San Ignacio Etapa 7 Bucaramanga 

(S), con contacto telefónico celular 3214750232;  declaración rendida ante notaria por Saira 

Nathalia Revilla Fajardo, quien afirma ser la cónyuge del penado   y referencias  familiares 

y personales  ofrecidas por Yeiner Torres Rey, María Fernanda Orozco Espitia,  Leidy 

Yulieth Diaz y María Mónica Hernández. 

La conducta delictiva por la que fue condenado no hace parte del listado prohibitivo 

contenido en el artículo 38G de la Ley 599 de 2000, adicionado por el artículo 28 de la Ley 

1709 de 2014. 

 
Lo anterior permite concluir que el sentenciado encuentra satisfechas a su favor las 

exigencias previstas en la norma, para que pueda continuar descontando la sanción en su 

lugar de residencia o morada, previo otorgamiento de caución real por valor de $200.000, 

que deberá consignar a órdenes de este juzgado en la cuenta de depósitos No. 

680012037003 del Banco Agrario y suscripción del acta de compromiso en la que se le 

impondrán las obligaciones señaladas en el artículo 38B del Código Penal. 

 

 
Por lo expuesto, EL JUZGADO TERCERO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS 

DE SEGURIDAD DE BUCARAMANGA, 

 

 

RESUELVE 

 

 

PRIMERO: CONCEDER al sentenciado REIBEN TORRRES REY identificado con 

cedula de ciudadanía No 1.095.935.261, el beneficio de prisión domiciliaria que consagra 

el artículo 38G del Código Penal, adicionado por el artículo 28 de la Ley 1709 de 2014, 

previo otorgamiento de caución real por valor de $200.000 que deberá consignar a órdenes 

de este juzgado en la cuenta No. 680012037003 y suscripción de diligencia en la que se le 

impondrán las obligaciones contenidas en el artículo 38B de la Ley 599 de 2000.  

 

SEGUNDO: Una vez el sentenciado otorgue la caución se librará oficio a la Dirección 

de Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Alta y Mediana Seguridad de Girón (S) a 

efectos de que le haga  suscribir  diligencia de compromiso  y lo traslade a su lugar de 

domicilio ubicado en calle N21 N numero -07 barrio Villas de San Ignacio Etapa 7 

Bucaramanga (S), con contacto telefónico celular 3214750232, donde continuará 

descontando la pena de prisión que aún le resta, con los controles de rigor por parte del 

INPEC. 

 

TERCERO. Conforme a lo dispuesto en el inciso 2 del artículo 38D del código penal, 

adicionado por el artículo 25 de la ley 1709 de 2014, la medida sustitutiva deberá estar 
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acompañada del mecanismo de vigilancia electrónica que será instalado por el INPEC, 

entidad que ejercerá vigilancia sobre el cumplimiento del beneficio concedido al interno. 

 

CUARTO. Contra esta decisión proceden los recursos de reposición y apelación. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

 

MARÍA HERMINIA CALA MORENO 

Juez 

yenny  
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JUZGADO CUARTO DE EJECUCIÓN DE PENAS 

Y MEDIDAS DE SEGURIDAD  

 

Bucaramanga, siete (7) de febrero de dos mil veint icuatro (2024)  
 

                                                   

ASUNTO NIEGA LIBERTAD POR PENA CUMPLIDA  

RADICADO NI  16964 CUI  68001-6000 -159-

2023-00384 -00  

EXPEDIENTE  F ÍS ICO  

ELECTRÓNICO  X 

SENTENCIADO (A)  W ILLIAM ARIAS SUÁREZ CEDULA 1.095.957.473  

CENTRO DE 

RECLUSIÓN 

CPMS BUCARAMANGA  

DIRECCIÓN 

DOMICILIARIA  

 

B IEN JURÍDICO  CONTRA EL PATRIMONIO ECONÓMICO  

LEY 906 DE 2004   600 DE 2000   1826 DE 2017  X  

 

ASUNTO A TRATAR 

 

El Juzgado procede a resolver la sol ic itud de l ibertad por pena cumplida   

elevada en favor del sentenciado WILLIAM ARIAS SUÁREZ, dentro del 

proceso de la referencia.  

 

CONSIDERACIONES 

 

Este Juzgado vigila a WILLIAM ARIAS SUÁREZ la pena de 12 meses de 

pris ión, impuesta mediante sentencia condenator ia proferida el 25 de mayo 

de 2023 por el Juzgado Noveno Penal Municipal con Funciones  de 

Conocimiento de Bucaramanga como responsable del delito de hurto 

cal if icado.  El numeral tercero de la parte resolut iva de la sentencia,  

dispuso:  

 

“TERCERO:  NO CONCEDER  a William Arias Suarez ,  la suspensión de la  

e jecuc ión de la pena, tampoco la pr is ión domici l iar ia  de los art ícu los 38B y  

38G del  CP.  En consecuenc ia, para e l cumplimiento efect ivo de la pena de 

pr is ión aquí  impuesta SE CANCELA  la medida de aseguramiento de 

detenc ión domic i l iar ia  de la que goza y  SE ORDENA  su tras lado inmediato 

a l establec imiento penitenc iar io que disponga el INPEC…”  

 

Este Despacho avocó conocimiento el 18 de jul io de 2023 y ordenó of ic iar 

al establecimiento carcelar io para el traslado del procesado, atendiendo que 

no le fue concedido ningún sust ituto, trámite que se surt ió a través del of icio 

784.  Asimismo, mediante of icio de la misma fecha, se instó al procesado 

para que coordinara con el Área Jurídica del establecimiento carcelario su 

internamiento INMEDIATO en el CPMS BUCARAMANGA, de lo contrario, se 

procedería a expedir  la correspondiente orden de captura en su contra, cuyo 

of icio se dir igió a las direcciones registradas en el proceso.  

 

Mediante of icio número 2023EE0137816, el Director del CPMS 

BUCARAMANGA informó que no fue posible real izar el traslado , toda vez 

que, el 26 de julio de 2023 a las 12:25 horas, al momento de l legar a la 
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dirección registrada en el SISIPEC esto es la Calle 9ª OCC No. 44 -67 

Barrio campo hermoso de Bucaramanga, se comprobó que el inmueble se 

encontraba desocupado, así mismo se  verif icó la dirección aportada por el 

Despacho, esto es la Cal le  104 A # 8-11 piso 2 del barr io Porvenir de 

Bucaramanga; se evidenció que esta dirección no existe en el sector, l o 

que impidió el cumplimiento a la orden, aunado a que el procesado no se 

presentó voluntariamente al centro carcelar io para el cumplimiento de la 

sentencia, razón por la cual mediante auto del 28 de julio de 2023 se 

ordenó l ibrar la correspondiente orden de captura y se dispuso tener como 

detención a favor del sentenciado, el lapso comprendido entre el 18 de 

enero de 2023 (fecha de captura en este proceso) hasta el 26 de jul io de 

2023 (fecha en la que no se logró materializar la orden por parte de los 

funcionar ios del INPEC – CPMS BUCARAMANGA).  

 

WILLIAM ARIAS SUÁREZ fue capturado y  puesto a disposición 

nuevamente de este proceso el 10 de enero de 2024, para lo cual se l ibró 

la orden de encarcelamiento N° 006.  

 

•  DE LA SOLICITUD DE LIBERTAD POR PENA CUMPLIDA 

 

Se observa que el sentenciado WILLIAM ARIAS SUÁREZ se encuentra 

privado de la l ibertad por cuenta de esta condena desde el 10 de enero de  

y registra una detención anterior del 18 de enero de 2023 al 26 de julio de 

2023, lo que arroja un total de pena cumplida de 7 meses y 5 días  de la 

pena de prisión.  

 

Dicho quantum se encuentra aún distante de la pena de 12 meses de prisión  

que le fue impuesta,  por lo que se dispone negar la petic ión de l ibertad por 

pena cumplida.  

 

Visto lo anter ior, incurre en una imprecisión en af irmar que ha cumplido la 

condena impuesta por no haber sido notif icado de la revocatoria de la 

detención domicil iar ia , sin embargo, se reitera al procesado ARIAS SUÁREZ 

que, en sentencia proferida el 25 de mayo de 2023 le fue CANCELADA la 

medida de aseguramiento de detención domici l iar ia, decis ión que se 

encuentra debidamente ejecutoriada, por lo que tenía conocimiento que 

debía cumplir la sentencia de manera intramural  y no lo hizo, aunado a que 

no fue posible realizar el traslado por parte del INPEC . 

 

Por lo anter ior ,  al no haber ejecutado la total idad de la pena, no es dable al 

Despacho ordenar su l ibertad inmediata,  por lo que su petición será negada 

por improcedente.  

 

Por lo expuesto, EL JUZGADO CUARTO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y 

MEDIDAS DE SEGURIDAD DE BUCARAMANGA,  
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RESUELVE 

 

PRIMERO .-   DECLARAR que a la fecha el sentenciado WILLIAM 

ARIAS SUÁREZ l leva ejecutada una pena de 7 meses, 5 días de prisión .  

 

SEGUNDO.- NEGAR la solicitud de l ibertad por pena cumplida 

sol ic itada en favor del sentenciado WILLIAM ARIAS SUÁREZ, según las 

razones expuestas en la parte motiva de esta providencia.  

 

TERCERO. -  Contra esta decisión proceden los recursos de reposición 

y apelación.  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE  

 

 

 

 

 

ILEANA DUARTE PULIDO  

JUEZ 

 
Irene C.  







   
 

JUZGADO CUARTO DE EJECUCIÓN DE PENAS 

Y MEDIDAS DE SEGURIDAD  

 

Bucaramanga, trece (13) de febrero de dos mil veint icuatro (2024) 
 

                                                   

ASUNTO REDENCION DE PENA  

RADICADO NI  18028 CUI  68001-6000 -159-

2018-00985 -00  

EXPEDIENTE  F ÍS ICO X 

ELECTRÓNICO   

SENTENCIADO (A)  OMAR ALVEIRO QUINTERO CEDULA 88.239.836  

CENTRO DE 

RECLUSIÓN 

CPMS BUCARAMANGA  

DIRECCIÓN 

DOMICILIARIA  

  

B IEN JURÍDICO  CONTRA LA LIBERTAD SEXUAL  

LEY 906 DE 2004  X  600 DE 2000   1826 DE 2017   

 

 

Este Juzgado vigi la a OMAR ALVEIRO QUINTERO la pena de 96 meses de 

pris ión, impuesta mediante sentencia condenator ia profer ida el 8 de octubre 

de 2018 por el Juzgado Quinto Penal del Circuito con Funciones de 

Conocimiento de Bucaramanga, como responsable d el del ito de acto sexual 

violento. El sentenciado se encuentra pr ivado de la l ibertad por cuenta de 

este asunto desde el 3 de febrero de 2018 . 

 

•  DE LA SOLICITUD DE REDENCIÓN DE PENA  

 

El establecimiento penitenciar io al lega los siguientes documentos para 

estudio de redención de pena:  

 

Certificado Horas Actividad Periodo Calificación Conducta 

18931135 284 ENSEÑANZA 01/04/2023 AL 30/06/2023 SOBRESALIENTE 

EJEMPLAR 19008616 
156 ENSEÑANZA 01/07/2023 AL 21/08/2023 SOBRESALIENTE 

272 TRABAJO 22/08/2023 AL 30/09/2023 SOBRESALIENTE 

19100057 592 TRABAJO 01/10/2023 AL 31/12/2023 SOBRESALIENTE 

 

 

Efectuados los cómputos legales según lo previsto en los artículos 82 y 97 

del Código Penitenciar io y Carcelar io, y comoquiera que se cumplen los 

requisitos previstos en el artículo 101 ibídem, se le reconocerá redención 

de pena al sentenciado de 54 días por act ividades de trabajo y 55 días por  

enseñanza, para un total de 109 días,  los cuales se abonarán como 

descuento a la pena de pris ión impuesta.  

 

Revisado el expediente se advierte que OMAR ALVEIRO QUINTERO se 

encuentra pr ivado de la l ibertad desde el 3 de febrero de 2018, t iempo que 



 

 

sumado a las redenciones de pena reconocidas de: 173 días (03/11/2021), 

191 días (25/05/2022), 72 días (25/10/2022), 99 días (30/03/2023) , 35 días 

(10/08/2023) y 109 días reconocidos en la fecha , indica que l leva un total 

de  94 meses y 29 días de pena ejecutada.  

 

Por lo expuesto, el  JUZGADO CUARTO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y 

MEDIDAS DE SEGURIDAD DE BUCARAMANGA,  

 

RESUELVE 

 

PRIMERO.-   RECONOCER  al sentenciado OMAR ALVEIRO QUINTERO 

redención de pena de ciento nueve (109)  días por concepto de trabajo y 

enseñanza, conforme a los cert if icados TEE evaluados, t iempo que se abona 

como descuento a la pena de pris ión impuesta.  

 

SEGUNDO.-    COMUNICAR al sentenciado OMAR ALVEIRO QUINTERO 

que sumada la detención física y las redenciones de pena reconocidas, a la 

fecha l leva 94 meses y 29 días de pena ejecutada.  

 

TERCERO.-    Contra esta providencia proceden los recursos de 

reposición y apelación.  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

  

 
ILEANA DUARTE PULIDO 

JUEZ 

  
 

 

 

 

I r e n e  C .  













   
 

JUZGADO CUARTO DE EJECUCIÓN DE PENAS 

Y MEDIDAS DE SEGURIDAD  

 

Bucaramanga, nueve (9) de febrero de dos mil veint icuatro (2024)  

 

                                                   

ASUNTO NIEGA LIBERTAD CONDICIONAL – PROHIBICION LEY 1098 DE 2006  

RADICADO NI  25681  CUI  68001-6000 -258-

2013-00503 -00  

EXPEDIENTE  F ÍS ICO X 

ELECTRÓNICO   

SENTENCIADO (A)  JAIME TARAZONA RUEDA  CEDULA 91.233.365  

CENTRO DE 

RECLUSIÓN 

CPMS BUCARAMANGA  

DIRECCIÓN 

DOMICILIARIA  

   

B IEN JURÍDICO  CONTRA LA LIBERTAD Y EL PUDOR SEXUAL  

LEY 906 DE 2004  X  600 DE 2000   1826 DE 2017   

 

ASUNTO A TRATAR 

 

El Juzgado procede a resolver la sol ic itud de l ibertad condicional en favor 

del sentenciado JAIME TARAZONA RUEDA, dentro del proceso de la 

referencia.  

 

CONSIDERACIONES 

 

Este Juzgado vigi la a JAIME TARAZONA RUEDA la pena de 168 meses de 

pris ión, impuesta mediante sentencia condenator ia proferida el 28 de junio 

de 2019 por el Juzgado Doce Penal del Circuito con Funcio nes de 

Conocimiento de Bucaramanga, como responsable del del ito de acceso 

carnal abusivo con menor de catorce años, sentencia conf irmada el 3 de 

febrero de 2022 por la Sala Penal del Tribunal Superior  del Distr ito Judicial 

de Bucaramanga. El sentenciado se  encuentra pr ivado de la l ibertad por 

cuenta de este asunto desde el 25 de abr il de 2017 . 

 

1. DE LA SOLICITUD DE LIBERTAD CONDICIONAL  

 

Se recibe en este Juzgado sol ic itud de l ibertad condicional del procesado 

JAIME TARAZONA RUEDA, argumentando que reúne los requisitos para la 

concesión del benef icio.  

 

A efectos de resolver la pet ic ión, se t iene que la l ibertad condicional es un 

benef ic io que exige se reúnan los requisitos previstos en el art ículo 64 del 

Código Penal, y no opera automát icamente ante el cum plimiento de las 3/5 

partes de la pena impuesta, pues a la par del presupuesto objet ivo es 

necesario valorar otros requisitos de carácter subjet ivo como la gravedad 

del del ito cometido, el comportamiento y desempeño que ha tenido durante 

el tratamiento pen itenciario, el arraigo familiar y social del penado y la 



 

 

indemnización de perjuicios, a efectos de establecer que no es necesar io 

continuar con la ejecución de la condena.  

 

En ese sentido, se t rae a colación lo previsto en el art ículo 471 del C.P.P 

que indica la documentación requerida para dar trámite a la solicitud de 

l ibertad condicional:   

 

“ARTÍCULO 471. SOLICITUD. El condenado que se hal lare en las  

c ircunstanc ias previs tas en e l  Código Penal  podrá sol ic i tar  a l  juez de 

ejecuc ión de penas y medidas de se gur idad la l ibertad condic ional,  

acompañando la resolución favorable del  consejo de d iscip l ina,  o en su 

defecto del d irector del respect ivo establec imiento carcelar io, copia de la  

cart i l la  b iográf ica y los demás documentos que prueben los  requis itos  

ex ig idos en el Código Penal,  los que deberán ser entregados a más tardar  

dentro de los  tres (3)  días s iguientes…”  

 

Conforme lo expuesto, sólo cuando el Juez de Ejecución de Penas y 

Medidas de Seguridad cuente con todos los elementos de juicio necesarios 

para establecer si se sat isfacen o no los requisitos consagrados en el 

art ículo 64 del Código Penal, podrá estudiar de fondo la procedencia de la 

l ibertad condicional.   

 

Así las cosas, en este momento no es posible real izar el juicio de 

razonabi l idad y proporcional idad que exige la norma frente al 

comportamiento del sentenciado y el cumplimiento de los requisitos legales 

para conceder el subrogado, comoquiera que el establecimiento carcelar io 

no aportó la documentación correspondiente, como la resolución favorable ,  

la cart i l la biográf ica y el cert if icado de calif icación de conducta del interno, 

soportes que deben ser emit idos por el centro de reclusión a cargo de la 

custodia del condenado; ante la ausencia de estos elementos se deberá 

negar la solic itud atendiendo la naturaleza de la misma que impone un 

término perentor io para adoptar la decisión correspondiente.  

 

Aunado a lo anter ior, en este caso no resulta procedente la petición de 

l ibertad condicional del sentenciado, comoquiera que opera una prohibic ión 

legal expresa en el ordenamiento jur ídico para conceder cualquier t ipo de 

benef ic ios judiciales o administrat ivos a las personas que hayan sido 

condenadas por delitos en contra de la l ibertad, integridad y formación 

sexual de niños, niñas y adolescentes ,  conforme lo previsto en el art ículo 

199 de la Ley 1098 de 2006 que señala:  

 

“ARTÍCULO 199. BENEFICIOS Y MECANISMOS SUSTITUTIVOS .  Cuando se 

trate de los del i tos de homicid io o les iones personales bajo modal idad 

dolosa, del i tos contra la l iber tad, in tegr idad y formación sexuales,  o  

secuestro,  comet idos contra n iños,  n iñas y adolescentes,  se apl icarán las  

s iguientes reglas:   

 



 

 

 (…) 5. No procederá e l subrogado penal de L iber tad Condic ional ,  previs to 

en el  ar t ícu lo 64 del  Código Penal.  

 

(…) 8.  Tampoco procederá n ingún otro benef ic io o subrogado judic ia l o 

administrat ivo,  salvo los benef ic ios por  colaborac ión consagrados en e l  

Código de Procedimiento Penal ,  s iempre que esta sea efect iva.”  

 

De ta l  suer te que e l  Código de Infanc ia y Adolescenc ia def ine e l  ámbito de  

protección de las  personas menores de 18 años dentro del  ordenamiento 

jur íd ico colombiano, f rente a los  cuales opera e l margen jur íd ico a l l í  

regulado:  

 

“ARTÍCULO 3o.  SUJETOS TITULARES DE DERECHOS.  Para todos los  

efectos de esta ley son sujetos t i tulares de derechos todas las  personas  

menores de 18 años. Sin per ju ic io de lo establec ido en e l ar t ícu lo 34 del  

Código Civ i l ,  se ent iende por niño o niña las personas entre los  0 y los 12 

años, y por adolescente las personas entre 12 y 18 años de edad.”  

 

De ahí que existen razones de polít ica cr iminal que han l levado al legislador 

a prohibir de manera expresa se otorgue la l ibertad condicional a quienes 

hayan sido condenados por del itos en contra de la l ibertad, integridad y 

formación sexual  cuando la víct ima sea menor de edad, tal y como ocurre 

en el sub judice  en el que fue condenado por el punible ACCESO CARNAL 

ABUSIVO CON MENOR DE CATORCE AÑOS ,   por hechos ocurridos el 25 

de marzo de 2013 en contra de la menor K.V.J.C. , norma que se encontraba 

vigente al momento de la comisión de las conductas y que impide 

reconocerle el benefic io jur ídico al sentenciado.  

 

Por lo tanto, no resulta procedente su petición de l ibertad condicional y por 

el lo deberá ejecutar la total idad de la pena impuesta en la sentencia, de 

cara a las funciones de prevención general y especial que se pretenden con 

el reproche punit ivo en el caso concreto.  

 

Por lo anter ior, no le asiste razón al sentenciado al manifestar que en este 

caso tendría derecho al benef icio por cumplir con el proceso de 

resocialización, toda vez que existe una prohibición expresa para la 

concesión de benef ic ios, norma que se reitera,  se encuentra vigente.  

Aunado a lo anterior , las act ividades de estudio, trabajo o enseñanza que 

real iza al inter ior del establecimiento carcelario han sido estudiadas y 

reconocidas como descuento a la pena impuesta, s iendo este un derecho y 

no un benef ic io administrat ivo.  

 

En consecuencia, se negará la l ibertad condicional del sentenciado JAIME 

TARAZONA RUEDA, atendiendo la prohibic ión expresa que existe en el 

Código de Infancia y Adolescencia.  

 

 



 

 

3.  OTRAS DETERMINACIONES 

 

3.1 Con el f in de atender el derecho de petic ión ingresado al Despacho el 

pasado 24 de enero, por el Centro de Servicios Administrativos  solicítese 

a la CPMS BUCARAMANGA remit ir  los cert if icados de cómputo y conducta 

que se encuentren pendientes de estudio y r econocimiento.  

 

3.2 Asimismo, por la Of icina de Asistencia Social  of íc iese a la Dirección de 

la CPMS BUCARAMANGA para que informe las medidas tomadas para 

garantizar la atención medica que requiere el interno, especialmente la 

valoración por medicina interna y cardiología, conforme lo indicara el 

Inst ituto de Medicina Legal de esta ciudad.  

 

Respecto del numeral 3, no procede recurso alguno.  

 

Por lo expuesto, el  JUZGADO CUARTO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y 

MEDIDAS DE SEGURIDAD DE BUCARAMANGA,  

 

RESUELVE 

 

PRIMERO.-  NEGAR la solicitud de l ibertad condicional elevada por el 

sentenciado JAIME TARAZONA RUEDA por  las razones expuestas en la 

parte motiva de esta providencia.  

 

SEGUNDO.-  Contra esta decisión proceden los recursos de reposición 

y apelación.  

 

TERCERO.-  SOLICÍTESE a la CPMS BUCARAMANGA remit ir  los 

cert if icados de cómputo y conducta que se encuentren pendientes de estudio 

y reconocimiento al sentenciado JAIME TARAZONA RUEDA.  Asimismo, por 

la Of icina de Asistencia Social  of íc iese a la Dirección de la CPMS 

BUCARAMANGA para que informe las medidas tomadas para garantizar la 

atención medica que requiere el interno, especialmente la valoración por 

medicina interna y cardiología, conforme lo indicara el Inst ituto de Medicina 

Legal de esta ciudad.    Respecto de este numeral,  no procede recurso 

alguno.  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

ILEANA DUARTE PULIDO  

JUEZ 

 

Irene C.  



   
 

JUZGADO CUARTO DE EJECUCIÓN DE PENAS 

Y MEDIDAS DE SEGURIDAD  

 

Bucaramanga, trece (13) de febrero de dos mil veint icuatro (2024)  

 

                                                   

ASUNTO SUSPENSIÓN CONDICIONAL Y/O PRISIÓN DOMICILARIA  

RADICADO NI  29467 CUI  68432-6000 -144-

2021-00275 -00  

EXPEDIENTE  F ÍS ICO X 

ELECTRÓNICO   

SENTENCIADO (A)  FABIÁN ALEXÁNDER ORDUZ 

VALENCIA  

CEDULA 1.094.283.259  

CENTRO DE 

RECLUSIÓN 

EPMSC MÁLAGA 

DIRECCIÓN 

DOMICILIARIA  

 

B IEN JURÍDICO  CONTRA EL PATRIMONIO ECONÓMICO  

LEY 906 DE 2004   600 DE 2000   1826 DE 2017  x  

 

ASUNTO A TRATAR 

 

El Juzgado procede a resolver la sol ic itud de  suspensión condicional 

elevada en favor del  sentenciado FABIAN ALEXANDER ORDUZ VALENCIA  

y de of ic io la pr is ión domici l iar ia , dentro del proceso de la referencia.  

 

CONSIDERACIONES 

 

Este Juzgado vigila a FABIÁN ALEXÁNDER ORDUZ VALENCIA la pena de 5 

meses y 18 días de pris ión , impuesta mediante sentencia condenatoria 

proferida el 21 de junio de 2022 por el Juzgado Segundo Promiscuo 

Municipal con Funciones de Conocimiento de Málaga , como responsable del 

del ito de hurto cal if icado. En el fal lo le fueron negados los mecanismos 

sustitut ivos de la pena privat iva de la l ibertad. Se encuentra privado de la 

l ibertad por cuenta de este proceso desde el 26 de dic iembre de 2023.  

 

1. DE LA SOLICITUD DE SUSPENSIÓN CONDICIONAL DE LA 

EJECUCIÓN DE LA PENA Y/O  REVISIÓN DEL PROCESO  

 

Se recibe en este juzgado memorial de la Personería Municipal de Cerr ito 

para que se le revise la ejecución de la sentencia proferida en contra de 

ORDUZ VALENCIA, manifestando que se real izó un preacuerdo dentro del 

proceso en el cual se procedía a real iza r una indemnización a la víct ima, la 

cual se efectuó y fue condenado a 5 meses y 18 días de prisión.  Asimismo, 

indica que el día 26 de diciembre de 2023 fue capturado en las afueras del 

Hospital Regional de García Rovira, cuando se encontraba esperando el  

nacimiento de su hijo y actualmente se encuentra privado de la l ibertad sin 



 

 

la posibil idad de atender a su menor y sin conocer su si tuación legal.   

Igualmente indica que la esposa del procesado tuvo complicaciones en el 

parto, así como su hijo.  

 
Asimismo, el procesado sol ic ita se le conceda el subrogado de la suspensión 

condicional de la ejecución de la pena, para estar pendiente del cuidado y 

evolución médica de su mejor hijo K.G. y de su compañera Yenny Paola 

Carvajal,  aunado a que requiere real izar  seguimiento en sus citas médicas, 

cubrir  los gastos que se generan en su cuidado, desplazamiento y demás 

gastos del hogar , los cuales asumía con su trabajo en el campo. Anexa 

histor ia clínica y registro civ i l de nacimiento.  

 

En pr incipio, se advierte conforme  lo previsto en el numeral 1° del artículo 

38 del Código de Procedimiento Penal, que la función del Juez de Ejecución 

de Penas se l imita a garantizar las condiciones de ejecución del fal lo y la 

vigi lancia de la condena, de ahí que carece de competencia par a volver a 

discutir  asuntos que ya fueron resueltos por el Juez de conocimiento en las 

instancias del proceso penal, tal y como ocurre en este evento con los 

subrogados penales.  

 

En ese sentido, las inconformidades o reparos en contra de lo al lí  decidido, 

debieron ser planteados durante el proceso o a través de los recursos 

ordinarios y extraordinarios previstos por el legislador en contra de la 

sentencia condenatoria, y no en sede de ejecución de la condena como si 

se tratase de una instancia adicional,  to da vez que aquí opera el pr incipio 

de cosa juzgada y de conformidad de las partes con lo resuelto, y por lo 

tanto, deben estarse a lo ya decidido. Por tal motivo, no puede el juez de 

ejecución de penas real izar un nuevo examen frente a lo sentenciado, lo q ue 

incluye la valoración sobre los mecanismos sustitut ivos, máxime, cuando la 

indemnización real izada a la víct ima ya fue tenida en cuenta al momento de 

f i jar la pena def init iva, que, en el caso concreto, se apl icó un porcentaje de 

descuento del 65%, quedando una pena de CINCO (5) MESES Y DIECIOCHO 

(18) DÍAS.  

 

De otra parte, se observa que en la sentencia condenatoria se estudió la 

viabi l idad de los mecanismos sustitut ivos de la pena, considerando que no 

era procedente, comoquiera que el del ito por el que se le condenó en este 

caso se encuentra en el l istado del inciso 2° del artículo 68ª del C.P.  por 

los cuales el legislador ha determinado que no procede la suspensión 

condicional de la ejecución de la pena, ni la pr is ión domici l iar ia como 

sustitut iva de la pris ión.  

 

Por consiguiente, no es posible omit ir  o desplazar los requisi tos señalados 

por el legislador al momento de regular el inst ituto jurídico o suspensión 

condicional de la ejecución de la pena.   

 

Con relación a la manifestación que hace la Personería, que el sentenciado 

desconoce la situación legal de su proceso, es preciso advert ir  que una vez 



 

 

el procesado fue capturado y dejado a disposición de este juzgado, se 

procedió a impart ir  la legal idad de la captura, se l ibró la orden de 

encarcelamiento N° 287 ante la EPMSC MÁLAGA y se l ibró el of ic io 1225 

comunicando al proceso la vigi lancia de la pena que debía cumplir.  

 

2.  DE LA SOLICITUD DE PRISIÓN DOMICILIARIA CONFORME AL 

ARTÍCULO 38G DEL CÓDIGO PENAL 

 

A efectos de estudiar la procedencia del subrogado, se t iene que la pr is ión 

domici l iar ia está regulada por el Artículo 38 del Código Penal, en los 

siguientes términos:   

 

“ARTÍCULO 38.   LA PRISIÓN DOMICILIARIA COMO SUSTITUTIVA DE LA  
PRISIÓN.  <Art ícu lo  modi f icado por  e l  ar t ícu lo  22  de la  Ley 1709 de 2014. El  nuevo texto 
es e l  s igu iente:> La pr is ión domic i l iar ia  como sust i tu t iva de la  pr is ión cons is t i rá  en la 
pr ivac ión de la  l iber tad en e l  lugar  de  res idenc ia o morada del  condenado o en  e l  lugar  
que e l  Juez determine.   
 
El  sust i tu to  podrá ser  so l ic i tado por  e l  condenado independientemente de que se 
encuentre con o rden de  captura o  pr ivado de su l iber tad,  sa lvo cuando la  person a haya 
evadido vo luntar iamente  la  acc ión de la  jus t ic ia .   
 
…  

 
ARTÍCULO 38G.  <Art ícu lo  modi f icado por  e l  ar t ícu lo  4  de  la  Ley  2014 de 2019>.  La  
e jecuc ión de la  pena pr ivat iva de la  l iber tad se cumpl i rá  en e l  lugar  de res idenc ia o morada 
del  condenado cuand o haya cumpl ido la  mi tad de  la  condena y  concur ran los  presupuestos  
contemplados en los  numerales 3 y  4 de l  ar t ícu lo  38B del  presente  código,  excepto en los  
casos en que e l  condenado per tenezca a l  grupo fami l iar  de  la  v íc t ima o en aquel los  
eventos en que fue sentenc iado por  a lguno de los  s igu ientes del i tos  de l  presente código:  
genoc id io ;  contra e l  derecho in ternac ional  humani tar io ;  desapar ic ión forzada;  secuestro 
extors ivo;  tor tura;  desplazamiento forzado;  t rá f i co de menores;  uso de  menores de edad 
para la  comis ión de del i tos ;  t rá f ico de migrantes;  t ra ta de personas;  de l i tos  contra la 
l iber tad,  in tegr idad y  fo rmación sexuales;  extors ión;  conc ier to  para del inqui r  agravado;  
lavado de act ivos;  terror ismo;  usurpac ión y  abuso de func iones públ icas con f ines 
terror is tas;  f inanc iac ión  del  terro r ismo y  de  act iv idades de del incuenc ia organizada;  
admin is t rac ión de recursos con act iv idades ter ror is tas y  de  del incuenc ia organizada;  
f inanc iac ión del  terror ismo y  admin is t rac ión de recursos re lac ionados con act iv idades 
terror is tas;  fabr icac ión,  t rá f ico y  por te  de armas y  munic iones de uso rest r ing ido,  uso 
pr ivat ivo de las  fuerzas  armadas o explos ivos;  de l i tos  re lac ionados  con e l  t rá f ico de 
estupefac ientes,  sa lvo los  contemplados en e l  ar t ícu lo  375  y  e l  inc iso 2 de l  ar t ícu lo   376;  
peculado por  apropiac ión;  concus ión;  cohecho p ropio;  cohecho impropio;  cohecho por  dar  
u  of recer ;  in terés indebido en la  ce lebrac ión de contratos;  contrato s in  cumpl imientos de 
requis i tos  legales;  acuerdos rest r ic t ivos de la  competenc ia;  t rá f ico de in f luenc ias de 
serv idor  públ ico;  enr iquec imiento i l íc i to ;  prevar icato por  acc ión;  fa lso test imonio;  soborno;  
soborno en la  actuac ión penal ;  amenazas a  test igo;  ocul tamiento,  a l terac ión o destrucc ión 

de e lemento mater ia l  p robator io ;  en los  de l i tos  que afecten  e l  pat r imonio de l  Estado .   

 
PARÁGRAFO.  Los par t icu lares que hubie ran par t ic ipado en los  de l i tos  de peculado por  
apropiac ión,  concus ión,  cohecho propio,  cohecho impropio,  cohecho por  dar  u  of recer ,  
in terés indebido en la  ce lebrac ión de contrato,  contrato s in  cumpl imiento de requis i tos  
legales,  acuerdos rest r ic t ivos de la  competenc ia,  t rá f ico de in f luenc ias de serv idor  
públ ico,  enr iquec imiento  i l íc i to ,  p revar icato por  acc ión,  fa lso test imonio,  soborno,  soborno 
en la  actuac ión  penal ,  amenaza a test igos,  ocul t amiento,  a l te rac ión,  des trucc ión mater ia l  
probator io ,  no tendrán  e l  benef ic io  de que t ra ta este ar t ícu lo . ”    
 

 

De igual forma, la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justic ia 

ha señalado los requisitos legales para acceder al benef icio:  

 

“Entonces,  a  la  luz  de l  re fer ido canon para  acceder a esta moda l idad de pr is ión 

domic i l iar ia  se requiere que ( i )  e l  sentenc iado haya cumpl ido la  mi tad de la  pena impuesta,  



 

 

( i i )  no se t ra te de  a lguno de los  de l i tos  a l l í  en l is tados,  ( i i i )  e l  condenado no per tenezca a l  

grupo fami l iar  de la  v íc t ima,  ( iv )  se  demuestre su ar ra igo fami l iar  y  soc ia l ,  y  (v )  se 

garant ice,  median te cauc ión,  e l  cumpl imiento  de  las  ob l igac iones  descr i tas  en e l  numeral  

4  de l  ar t ícu lo  38B del  Código Penal . ”       

 

Descendiendo al caso concreto, se procede a anal izar los presupuestos 

legales exigidos en la norma para la concesión del subrogado:  

 

2.1 MITAD DE LA CONDENA  

 

La pr isión domici l iar ia de que trata el artículo 38G demanda haber cumplido 

la mitad de la pena impuesta. Al respecto, se observa que el sentenciado 

FABIÁN ALEXÁNDER ORDUZ VALENCIA  se encuentra privado de la l ibertad 

por cuenta de este asunto desde el 26 de dic iembre de 2023, lo que indica 

que ha descontado un total de 1 mes y 17 días de la pena de pris ión.  

 

Comoquiera que fue condenado a la pena de 5 MESES Y 18 DÍAS DE 

PRISIÓN, se advierte que aún NO ha descontado el quantum que exige en 

la norma, que corresponde en este caso a 2 meses y 24 días,  motivo por el 

cual no resulta procedente la concesión del subrogado ante la ausencia del 

primer requisito, sin que sea necesar io entrar a examinar los demás 

presupuestos legales.  

 

En consecuencia, se negará la so l ic itud de pris ión domicil iar ia a FABIÁN 

ALEXANDER ORDUZ VALENCIA, comoquiera que no se reúnen los 

presupuestos legales previstos en el artículo 38G del Código Penal.  

 

3.  DE LA SOLICITUD DE PRISIÓN DOMICILIARIA CONFORME AL 

ARTÍCULO 314 DEL CPP – PADRE CABEZA DE FAMILIA 

 

Previo a resolver de fondo la sol ic itud de pris ión domicil iar ia conforme al 

art.  314 del CPP, se dispone l ibrar misión de trabajo por ASISTENCIA 

SOCIAL, con el f in de establecer la condición de padre cabeza de famil ia del 

procesado FABIÁN ALEXÁNDER ORDUZ VALENCIA y en especial se 

determine:  

  

•  Cuántos  hijos  menores  t iene  el sentenciado, para lo cual deberá 

aportarse en lo posible copia de los registros civ i les de nacimiento.   

•  Quién es la madre de los menores, dónde, cómo y con quiénes se 

encuentra actualmente  

•  Se realice  una indagación  sobre las  condiciones  en que se encuentra 

la famil ia del procesado  

•  Quiénes componen la red de apoyo del grupo famil iar y de dó nde 

proviene la fuente de ingresos en el hogar.   

•  De  ser el lo posible,  entrevistarse con las personas al legadas   y vecinos 

en orden  a establecer   en qué  condiciones vive la famil ia, quienes 



 

 

asumen  la  responsabil idad  en el  cuidado de los menores u otros 

hijos  s i los tuviere    

•  Si el sentenciado t iene otros familiares que puedan asumir el  cuidado de 

los menores.   

•  Lo demás que se considere pert inente para establecer la cal idad de padre 

cabeza de famil ia   

  

Para el efecto se concederá el término de 5 días.     

  

Respecto del numeral 3, no procede recurso alguno.   

  

 

Por lo expuesto, EL JUZGADO CUARTO DE EJECUCIÓN DE PENAS 

Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE BUCARAMANGA,  

 

RESUELVE 

 

PRIMERO .-   NEGAR la solicitud de suspensión condicional de la 

ejecución de la pena elevada en favor del sentenciado FABIÁN ALEXANDER 

ORDUZ VALENCIA.  

 

SEGUNDO .-  NEGAR la pris ión domici l iar ia  conforme al artículo 38G del 

Código Penal al sentenciado FABIÁN ALEXÁNDER ORDUZ VALENCIA , 

según las razones expuestas en la parte motiva de esta  providencia.    

 

TERCERO .-    Contra esta decisión proceden los recursos de reposición 

y apelación.  

 

CUARTO.-  Por el Centro de Servic ios Administrat ivos -ASISTENCIA 

SOCIAL- dese cumplimiento al numeral 3.  Respecto de este numeral,  no 

procede recurso alguno.  

 

QUINTO.-  Remítase copia de esta decisión a la Personería Municipal 

de Cerr ito, a través del correo electrónico personeria@cerrito-santander.gov.co.  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE  

 

 

 

ILEANA DUARTE PULIDO  

JUEZ  

Irene C.  

mailto:personeria@cerrito-santander.gov.co


   
 

JUZGADO CUARTO DE EJECUCIÓN DE PENAS 

Y MEDIDAS DE SEGURIDAD  

 

Bucaramanga, nueve (9) de febrero de dos mil veint icuatro (2024)  
 

                                                   

ASUNTO LIBERTAD CONDICIONAL  – PRISION DOMICILIARIA  

RADICADO NI  37247 CUI  68001-6000 -159-

2022-02041 -00  

EXPEDIENTE  F ÍS ICO X 

ELECTRÓNICO   

SENTENCIADO (A)  JORGE ANDRÉS VIVIESCAS 

ALFONSO 

CEDULA 1.092.348.627  

CENTRO DE 

RECLUSIÓN 

CPMS BUCARAMANGA  

DIRECCIÓN 

DOMICILIARIA  

  

B IEN JURÍDICO  CONTRA EL PATRIMONIO ECONÓMICO  

LEY 906 DE 2004  X  600 DE 2000   1826 DE 2017   

 

 

ASUNTO A TRATAR 

 

El Juzgado procede a resolver las sol icitudes de l ibertad condicional y 

subsidiar ia la pr is ión domici l iar ia elevadas  en favor del sentenciado JORGE 

ANDRÉS VIVIESCAS ALFONSO, dentro del proceso de la referencia.  

 

CONSIDERACIONES 

 

Este Juzgado vigila a  JORGE ANDRÉS VIVIESCAS ALFONSO la pena de 3 

años y 9 meses, esto es, 45 meses de pr isión , impuesta mediante sentencia 

condenator ia proferida el 13 de jul io de 2022 por el Juzgado Quinto Penal 

Municipal con funciones de conocimiento de Bucaramanga , como 

responsable del del i to de hurto cal if icado y agravado. En el fallo le fueron 

negados los mecanismos sustitut ivos. Se encuentra pr ivado de la l ibertad 

por este proceso desde el 1° de marzo de 2022.  

 

1. DE LA SOLICITUD DE LIBERTAD CONDICIONAL  

 

Se recibe en este Juzgado sol ic itud de l ibertad condicional del sentenciad o, 

argumentando que reúne los requisitos para la concesión del benef ic io.  

 

A efectos de resolver la petic ión, se t iene que la l ibertad condicional es un 

benef ic io que exige se reúnan los requisitos previstos en el art ículo 64 del 

Código Penal, y no opera automáticamente ante el cumplim iento de las 3/5 

partes de la pena impuesta, pues a la par del presupuesto objet ivo es 

necesario valorar otros requisitos de carácter subjet ivo como la gravedad 

del delito cometido, el comportamiento y desempeño que ha tenido durante 

el tratamiento penitenciario, el arraigo familiar y social del penado y la 

indemnización de perjuicios, a efectos de establecer que no es necesar io 

continuar con la ejecución de la condena.  



 

 

 

En ese sent ido, se t rae a colación lo previsto en el art ículo 471 del C.P.P 

que indica la documentación requerida para dar trámite a la solic itud de 

l ibertad condicional:   

 

“ARTÍCULO 471. SOLICITUD. El condenado que se hal lare en las  

c ircunstanc ias prev is tas en e l  Código Penal  podrá sol ic i tar  a l  juez de 

e jecuc ión de penas y medidas de segur idad la l ibertad condic ional,  

acompañando la resolución favorable del  consejo de d iscip l ina,  o en su 

defecto del d irector del respect ivo establec imiento carcelar io, copia de la  

cart i l la  b iográf ica y  los demás documentos que prueben los  requis itos  

ex ig idos en el Código Penal,  los que deberán ser entregados a más tardar  

dentro de los  tres (3)  días s iguientes…”  

 

Conforme lo expuesto, sólo cuando se cuente con todos los elementos de 

juic io necesar ios para establecer si se satisfacen o no los requisitos 

consagrados en el ar t ículo 64 del Código Penal, se podrá estudiar de fondo 

la procedencia de la l ibertad condicion al.   

 

Así las cosas, en este momento no es posible real izar el ju ic io de 

razonabi l idad y proporcional idad que exige la norma frente al 

comportamiento del sentenciado y el cumplimiento de los requisitos legales 

para conceder el subrogado, comoquiera que el establecimiento carcelario 

no aportó la documentación correspondiente, como la resolución favorable, 

la cart i l la biográf ica y el cert if icado de cal if icación de conducta del interno, 

soportes que deben ser emit idos por el centro de reclusión a cargo de la 

custodia del condenado; ante la ausencia de estos elementos se deberá 

negar la sol ic itud atendiendo la naturaleza de la misma que impone un 

término perentor io para adoptar la decisión correspondiente.  

 

Por lo anter ior, deberá el sentenciado elevar la solic itud ante el 

establecimiento carcelario para que allegue la documentación requerida 

para su estudio.  

 

Aunado a lo anter ior, en  t o rno a l  cumpl im ien to  de l  p r imer  requ is i to  de 

carác ter  ob je t i vo ,  se  observa  que e l  sentenc iado  JORGE ANDRÉS 

VIVIESCAS ALFONSO  se encuent ra  pr i vado de la  l i be r tad  por  cuenta 

de  es ta  condena  desde e l  1°  de marzo de  2022 ,  t iempo que ,  sumado  a  

la  redenc ión  de pena  reconoc ida de 39  d ías  (27/07/2023) ,  i nd ica  que 

ha descontado 24 meses y 17 días de  la  pena de pr is ión .  

 

Comoqu iera  que fue  condenado  a  la  pena  de  45  MESES DE PRISIÓN  se 

adv ie r te  que aún no  cump le  con e l  quantum de las  t res  qu in tas  par tes  

que a lude e l  a r t ícu lo  64 de l  Cód igo Pena l ,  que cor responde en es te 

caso  a  27 meses ,  mot i vo  por  e l  cua l  no  resu l t a  pos ib le  la  conces ión de l  

benef ic io  ante  la  ausenc ia  de l  p r imer  presupues to  de carác ter  ob je t i vo ,  



 

 

s in  que  sea  necesar io  ent rar  a  examinar  los  demás requ is i t os  

contemp lados en la  no rma.  

 

En consecuencia, se negará la sol icitud de l ibertad condicional elevada por 

el procesado JORGE ANDRÉS VIVIESCAS ALFONSO ,  comoquiera que no 

se reúnen los requisi tos legales previstos en el art ículo 64 del Código Penal.  

 

2. DE LA SOLICITUD DE PRISIÓN DOMICILIARIA 

 

El pasado 31 de enero se recibe en este Juzgado solicitud del sentenciado 

para que se le otorgue la pr is ión domici l iar ia conforme lo previsto en el 

art ículo 38G del Código Penal:  

 

“ARTÍCULO 38G.  <Ar tícu lo modi f icado por e l ar t ícu lo 4 de la Ley 2014 de 
2019>.  La e jecuc ión de la pena pr ivat iva de la l iber tad se cumpl irá en e l  lugar  
de res idenc ia o morada del condenado cuando haya cumpl ido la mitad de la 
condena y concurran los presupuestos contempl ados en los numerales 3 y 4 
del  ar t ícu lo 38B del  presente código,  excepto en los casos en que e l  
condenado pertenezca a l  grupo fami l iar  de la v íct ima o en aquel los eventos 
en que fue sentenciado por a lguno de los  s iguientes del i tos  del  presente 
código: genoc id io;  contra e l derecho internac ional  humanitar io; desapar ic ión 
forzada;  secuestro extors ivo;  tor tura;  desplazamiento forzado;  tráf ico de 
menores;  uso de menores de edad para la comis ión de del i tos ;  t ráf ico de 
migrantes;  trata de personas; del i tos  contra  la  l ibertad,  integr idad y  formación 
sexuales; extors ión; conc ierto para del inquir  agravado; lavado de act ivos;  
terror ismo; usurpac ión y  abuso de func iones públ icas con f ines terror istas;  
f inanc iac ión del terror ismo y de act iv idades de del incuenc ia organiz ada;  
administrac ión de recursos con act iv idades terror istas y  de del incuenc ia 
organizada; f inanciac ión del  terror ismo y administrac ión de recursos  
re lac ionados con act iv idades terror is tas ; fabr icación,  tráf ico y porte de armas  
y munic iones de uso restr ingido, uso pr ivat ivo de las fuerzas armadas o  
explos ivos;  del i tos re lac ionados con e l  tráf ico de estupefac ientes, salvo los  
contemplados en e l ar t ícu lo 375 y  e l  inc iso 2 del  ar t ícu lo 376; peculado por  
apropiac ión; concus ión;  cohecho propio;  cohecho impropio; cohecho por  dar  
u ofrecer;  in terés indebido en la celebración de contratos; contrato s in 
cumpl imientos de requis itos  legales; acuerdos restr ic t ivos de la competenc ia;  
tráf ico de inf luenc ias de serv idor públ ico; enr iquec imiento i l íc i to ; prevar icato 
por  acc ión; fa lso test imonio;  soborno;  soborno en la actuac ión penal;  
amenazas a test igo;  ocul tamiento,  al teración o destrucc ión de e lemento  
mater ia l  probator io; en los del i tos  que afecten el  patr imonio del  Estado.  
 
PARÁGRAFO. Los part icu lares que hubieran par t ic i pado en los  del i tos  de 
peculado por apropiación, concus ión, cohecho propio, cohecho impropio,  
cohecho por dar u of recer, interés indebido en la celebrac ión de contrato,  
contrato s in cumplimiento de requis itos  legales, acuerdos restr ic t ivos de la 
competenc ia, tráf ico de inf luenc ias de serv idor públ ico,  enr iquec imiento i l íc i to ,  
prevar icato por acc ión,  fa lso tes t imonio, soborno, soborno en la actuac ión 
penal,  amenaza a test igos,  ocul tamiento,  a lterac ión,  destrucc ión mater ia l  
probator io,  no tendrán e l  benef ic io  de que trata este art ícu lo. ”  (Negr i l la  y  
subrayado fuera del  texto or ig inal) .  

 

De igual forma, la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justic ia 

ha señalado los requisitos legales para acceder al benef icio:  

 

“Entonces, a la luz del refer ido canon  para acceder a esta modal idad de 
pr is ión domic i l iar ia se requiere que ( i)  e l sentenc iado haya cumpl ido la mitad 
de la pena impuesta, ( i i )  no se trate de alguno de los del i tos  a l l í  enl is tados,  
( i i i )  e l  condenado no pertenezca a l grupo fami l iar  de la víc t im a,  ( iv)  se 



 

 

demuestre su arra igo fami l iar  y socia l,  y (v)  se garant ice, mediante cauc ión,  
e l cumpl imiento de las obl igac iones descr i tas en e l  numeral  4 del ar t ícu lo 
38B del Código Penal. ”      

 

El caso concreto 

 

Descendiendo al caso concreto, se procede a anal izar los presupuestos 

legales exigidos en la norma para la concesión del subrogado:  

 

2.1  MITAD DE LA CONDENA 

 

La prisión domicil iar ia de que trata el ar t ículo 38G supone en primer lugar 

un presupuesto objet ivo, haber cumplido la mitad de la pena impue sta. Al 

respecto, se observa que el sentenciado JORGE ANDRÉS VIVIESCAS 

ALFONSO  se  encuent ra  p r i vado  de la  l i ber tad  por  cuen ta  de  es ta  

condena  desde e l  1°  de  marzo  de  2022 ,  t i empo  que,  sumado a  la 

redenc ión  de pena reconoc ida de 39 d ías  (27/07/2023) ,  ind ica  que ha 

descontado 24 meses y 17 días  de la  pena de pr is ión.  

 

Comoquiera que fue condenada a la pena acumulada de 45 MESES DE 

PRISIÓN, se advierte que supera el quantum exigido en la norma que 

corresponde en este caso a 22 meses y 15 días, motivo por el cual se 

satisface la primera condición  

 

2.2 PROHIBICIONES LEGALES 

 

El delito de hurto cal if icado y agravado por el que fue condenado, NO se 

encuentra dentro de las exclusiones previstas en la norma, así como 

tampoco existe información de que la sentenciado pertenezca al grupo 

familiar de la víct ima, por lo que no existe prohibic ión legal que le impida 

obtener el sust ituto penal .  

 

2.3 ARRAIGO FAMILIAR Y SOCIAL 

 

De igual forma deben concurr ir  los presupuestos señalados en los n umerales 

3° y 4° del art ículo 38B del Código Penal, esto es, demostrar que se t iene 

arraigo familiar y social,  y prestar caución para garant izar el cumplimiento 

de las obligaciones adquir idas en virtud del subrogado.  

 

Al respecto, es dable precisar que el requisito de arraigo no sólo se l imita a 

constatar la existencia de un lugar de residencia determinado, sino además 

la pertenencia del individuo a un grupo famil iar y social.  Para tal efecto, el  

sentenciado registra en su cart i l la biográf ica que reside en la Calle 31 entre 

16-33 Centro de la ciudad de Bucaramanga ,  adjunta cert if icaciones  

suscritas por los señores Román Mora Acevedo, Martha Lucía Acevedo y 

Luis Car los Méndez Día, presidente de la junta de acción comunal  del barr io 

María Paz, donde indican que el procesado JORGE ANDRÉS VIVIESCAS 



 

 

ALFONSO reside en la Carrera 4C  N° 14-23 del barrio María Paz del 

municipio de Bucaramanga desde hace 20 años ,  cuyo inmueble es 

ver if icado a través del recibo de servic io público de la ESSA.   

 

Por las anteriores inconsistencias y comoquiera que  no obra ningún otro 

elemento que permita establecer el arraigo que t iene en ese lugar, pues no 

se aporta prueba de la relación de consanguinidad que pueda exist ir  entre 

el sentenciado y las personas que suscr iben las cert if icaciones, aunado a 

que el procesado no hace manifestación expresa del lugar donde pretende 

cumplir la pr is ión domicil iar ia, ni las personas con las que resi dirá, no 

resulta procedente su concesión.    

 

Tampoco existe una manifestación clara de las personas que están 

dispuestas a recibir al procesado con el f in de seguir descontando pena en 

su lugar de residencia, con las obl igaciones que esto impone, en el eve nto 

de concedérsele el benef ic io de la PRISIÓN DOMICILIARIA; toda vez que, 

el benef ic io que se está  estudiando NO es  un  forma  de  l ibertad,  sino  un  

mero  cambio  de lugar  de  privación  f ísica  de  la  l ibertad,  de  modo  que  

el  derecho  de locomoción  del  sentenciado  continuar ía  restr ingido,  por  

lo  que  resulta imperioso  para  el  operador  judicial  ver if icar  si  los  

residentes  del  lugar donde relaciona su  arraigo  están  dispuestos  a  

recibir lo con   todas   las   cargas   que   la   pr is ión   domicil iar ia   implica,   

esto   es, proporcionarle  al  pr ivado  de  la  l ibertad  no  solo  vivienda  

permanente, sino  también  alimentación,   vestuar io  y  todo  lo  demás  que  

l legare  a necesitar.  

 

Por tal motivo, en estos momentos no resulta procedente conceder la pris ión 

domici l iar ia, comoquiera que no se encuentra demostrado el requisito de 

arraigo familiar y social  que permita inferir  fundadamente al Despacho que 

JORGE ANDRÉS VIVIESCAS ALFONSO no evadirá el cumplimiento de la 

condena ni las obl igaciones que le sean impuestas con ocasión del 

subrogado, s iendo la pris ión domicil iar ia una pena pr ivat iva de la l ibertad 

que debe estar sujeta a control por parte del INPEC y se encuentra sometida 

a las mismas restr icciones de quienes cumplen la condena de manera 

intramural,  pues se reitera, no hay pet ic ión expresa del condenad o del lugar 

donde pretende cumplir la pr is ión domici l iar ia , ni qué personas están 

dispuestas a brindar le lo necesario para sus subsistencia .  

 

En consecuencia, se negará la sol ic itud de pr isión domici l iar ia del 

sentenciado JORGE ANDRÉS VIVIESCAS ALFONSO, comoquiera que no se 

reúnen todos los presupuestos legales previstos en el art ículo 38G del 

Código Penal, lo que no impide que el condenado nuevamente formule la 

sol ic itud, pero aportando los medios cognoscit ivos que demuestren su 

arraigo.  

 

 



 

 

3.      OTRAS DETERMINACIONES 

 

Se ordenará of iciar  al CPMS Bucaramanga con el f in de que remita al 

Despacho cert if icado de cal if icación de conducta del sentenciad o JORGE 

ANDRÉS VIVIESCAS ALFONSO, correspondiente a los meses de enero a 

febrero de 2023, así como los cert if icados de cómputo y conducta que se 

encuentren pendientes de estudio.  Respecto de este numeral,  no procede 

recurso alguno.  

 

Por lo expuesto, EL JUZGADO CUARTO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y 

MEDIDAS DE SEGURIDAD DE BUCARAMANGA,  

 

RESUELVE 

 

PRIMERO .-   NEGAR la solicitud de l ibertad condicional elevada por el  

sentenciado JORGE ANDRÉS VIVIESCAS ALFONSO, según las razones 

expuestas en la parte motiva de esta providencia.  

      

SEGUNDO .  -     NEGAR la sol ic itud de pr is ión domici l iar ia  elevada por el 

sentenciado JORGE ANDRÉS VIVIESCAS ALFONSO, según las razones 

expuestas en la parte motiva de esta providencia.  

 

TERCERO.-  Contra esta decisión proceden los recursos de reposición 

y apelación.  

 

CUARTO.-  OFICIAR al CPMS Bucaramanga con el f in de que remita 

al Despacho cert if icado de cal if icación de conducta del sentenciad o JORGE 

ANDRÉS VIVIESCAS ALFONSO, correspondiente a los meses de enero a 

febrero de 2023 ,  así como los cert if icados de cómputo y conducta que se 

encuentren pendientes de estudio.  Respecto de este numeral,  no procede 

recurso alguno.  

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE  

 

 

ILEANA DUARTE PULIDO  

JUEZ  
I rene C.   

 



   
 

JUZGADO CUARTO DE EJECUCIÓN DE PENAS 

Y MEDIDAS DE SEGURIDAD  

 
Bucaramanga, trece (13) de febrero de dos mil veint icuatro (2024)  

 

                                                   

ASUNTO LIBERTAD CONDICIONAL  

RADICADO NI  37268  CUI  68001-6000 -000-

2022-00104 -00  

EXPEDIENTE  F ÍS ICO  

ELECTRÓNICO  X 

SENTENCIADO (A)  ANDRÉS ALEXIS MORALES 

ÁLVAREZ 

CEDULA 1.095.937.584  

CENTRO DE 

RECLUSIÓN 

CPMS BUCARAMANGA  

DIRECCIÓN 

DOMICILIARIA  

 

B IEN JURÍDICO  CONTRA LA  SEGURIDAD PÚBLICA  

LEY 906 DE 2004  X  600 DE 2000   1826 DE 2017   

 

ASUNTO A TRATAR 

 

El Juzgado procede a resolver la sol ic itud de l ibertad condicional elevada a 

través del correo electrónico del establecimiento carcelario en favor del 

sentenciado ANDRÉS ALEXIS MORALES ÁLVAREZ, dentro del proceso de 

la referencia.  

 

CONSIDERACIONES 

 

Este Juzgado vigi la a ANDRÉS ALEXIS MORALES ÁLVAREZ la pena de 51 

meses de pris ión, impuesta mediante sentencia condenator ia proferida el 8 

de julio de 2022 por el Juzgado Segundo Penal del Circuito Especial izado 

de Bucaramanga, como responsable del del ito de concierto para delinquir 

agravado en concurso heterogéneo con el i l íc ito de tráf ico,  fabricación o 

porte de estupefacientes agravado. En el  fal lo le fueron negados los 

mecanismos sust itut ivos de la pena pr ivat iva de la l ibertad.  

 

 

•  DE LA SOLICITUD DE LIBERTAD CONDICIONAL  

 

Se recibe en este Juzgado la sol ic itud de l ibertad condicional en favor del 

sentenciado. Para tal efecto, a través del establecimiento penitenciario se 

remit ió la sol ic itud presenta  por el sentenciado, junto con documentos para 

demostrar el arraigo famil iar y social.    

 

A efectos de resolver la petic ión, se t iene que la l ibertad condicional es un 

benef ic io que exige se reúnan los requisitos previstos en el artículo 64 del 

Código Penal, y no opera automáticamente ante el cumplimiento de las 3/5 

partes de la pena impuesta, pues a la par del presupuesto objet ivo es 

necesario valorar otros requisitos de carácter subjet ivo como la gravedad 



 

 

del delito cometido, el comportamiento y desempeño que ha tenido durante 

el tratamiento penitenciario, el arraigo famil iar y  social del penado y la 

indemnización de perjuicios, a efectos de establecer que no es necesar io 

continuar con la ejecución de la condena.   

  

En ese sent ido, se t rae a colación lo previsto en el artículo 471 del C.P.P 

que indica la documentación requer ida para dar trámite a la solic itud de 

l ibertad condicional:    

  

“ARTÍCULO 471. SOLICITUD. El condenado que se hal lare en las 

circunstancias previstas en el Código Penal podrá sol ic itar al juez de 

ejecución de penas y medidas de seguridad la l ibertad condicional,  

acompañando la resolución favorable del consejo de discipl ina, o en su 

defecto del director del respectivo establecimiento carcelario,  copia de 

la cart i l la biográf ica y los demás documentos que prueben los 

requisitos exigidos en el Código Penal, los que deberán ser entregados 

a más tardar dentro de los tres (3) días siguientes…”    

  

Conforme lo expuesto, sólo cuando el Juez de Ejecución de Penas y Medidas 

de Seguridad cuente con todos los elementos de juicio necesar ios para 

establecer si se sat isfacen o no los requisitos consagrados en el artículo 64 

del Código Penal, podrá estudiar de fondo la procedencia de la l ibertad 

condicional.    

  

Así las cosas, en este momento no es posible real izar el ju ic io de 

razonabi l idad y proporcional idad que exige la norma frente al 

comportamiento del sentenciado y el cumplimiento de los requisitos legales 

para conceder el subrogado, comoquiera que el establ ecimiento carcelario 

no aportó la documentación correspondiente, como la resolución 

favorable, la cartil la biográfica y el  certificado de calificación de 

conducta del interno,  soportes que deben ser emit idos por el centro de 

reclusión a cargo de la custodia del condenado; ante la ausencia de estos 

elementos se deberá negar la sol ic itud atendiendo la naturaleza de la misma 

que impone un término perentorio para adoptar la decisión 

correspondiente.    

  

Por lo anter ior, deberá el sentenciado o su apoderado elevar la sol ic itud 

ante el establecimiento carcelar io para que al legue la documentación 

requer ida para su estudio , comoquiera que ya transcurrió un trimestre 

desde su última valoración de conducta y favorabilidad. 

 

En consecuencia, se negará la solic itud de l ibertad condicional elevada en 

favor del sentenciado ANDRÉS ALEXIS MORALES ÁLVAREZ, comoquiera 

que no se reúnen los requisitos legales previstos en el artículo 64 del Código 

Penal.   

  



 

 

Se tendrán en cuenta los documentos aportados para demostrar el arraigo 

famil iar y social que exige la norma.   

 

Por lo expuesto, el  JUZGADO CUARTO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y 

MEDIDAS DE SEGURIDAD DE BUCARAMANGA,  

 

RESUELVE 

 

PRIMERO.-    NEGAR la LIBERTAD CONDICIONAL al sentenciado  

ANDRÉS ALEXIS MORALES ÁLVAREZ, de conformidad con lo expuesto en 

la parte mot iva.  

 

SEGUNDO.-  Contra esta decisión proceden los recursos de reposición 

y apelación.  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

ILEANA DUARTE PULIDO 

JUEZ 

 

 
I r e n e  C .  



   
 

JUZGADO CUARTO DE EJECUCIÓN DE PENAS 

Y MEDIDAS DE SEGURIDAD  

 
Bucaramanga, trece (13) de febrero de dos mil veint icuatro (2024)  

 

                                                   

ASUNTO LIBERTAD CONDICIONAL  

RADICADO NI  37763 CUI   68001-6000-000-

2022-00213-00 

EXPEDIENTE  F ÍS ICO  

ELECTRÓNICO  X 

SENTENCIADO (A)  CARLOS AUGUSTO DÍAZ 

GONZÁLEZ  

CEDULA 91.492.619  

CENTRO DE 

RECLUSIÓN 

CPMS BUCARAMANGA  

DIRECCIÓN 

DOMICILIARIA  

 

B IEN JURÍDICO  CONTRA EL PATRIMONIO ECONÓMICO  

LEY 906 DE 2004  X  600 DE 2000   1826 DE 2017   

 

ASUNTO A TRATAR 

 

El Juzgado procede a resolver la sol icitud de l ibertad condicional elevada 

en favor del sentenciado CARLOS AUGUSTO DIAZ GONZÁLEZ, dentro del 

proceso de la referencia.  

 

CONSIDERACIONES 

 

Este Juzgado vigila a CARLOS AUGUSTO DÍAZ GONZÁLEZ la pena de 32 

meses de pr is ión, impuesta mediante sentencia condenatoria proferida el 25 

de abr il de 2023 por el Juzgado Cuarto Penal del Circuito con Funciones de 

Conocimiento de Bucaramanga, como responsable de los delitos de hurto 

cal if icado y agravado en concurso con cohecho por dar u ofrecer . En el fallo 

le fueron negados los mecanismos sustitut ivos de la pena privat iva de la 

l ibertad.  

 

•  DE LA SOLICITUD DE LIBERTAD CONDICIONAL  

 

Se recibe en este Juzgado la sol ic itud de l ibertad condicional en favor del 

sentenciado. Para tal efecto, a través del establecimiento penitenciario se 

remit ió la sol ic itud presentad por el procesado, junto con documentos para 

demostrar el arraigo famil iar y social.    

 

A efectos de resolver la petic ión, se t iene que la l ibertad condicional es un 

benef ic io que exige se reúnan los requisitos previstos en el artículo 64 del 

Código Penal, y no opera automáticamente ante el cumplimiento de las 3/5 

partes de la pena impuesta, pues a la par del presupuesto objet ivo es 

necesario valorar otros requisitos de carácter subjet ivo como la gravedad 

del delito cometido, el comportamiento y desempeño que ha tenido durante 

el tratamiento penitenciario, el arraigo famil iar y  social del penado y la 



 

 

indemnización de perjuicios, a efectos de establecer que no es necesar io 

continuar con la ejecución de la condena.   

  

En ese sent ido, se t rae a colación lo previsto en el artículo 471 del C.P.P 

que indica la documentación requer ida para dar trámite a la solic itud de 

l ibertad condicional:    

  

“ARTÍCULO 471. SOLICITUD. El condenado que se hal lare en las 

c ircunstanc ias prev is tas en e l Código Penal podrá sol ic i tar  al  juez de 

e jecuc ión de penas y medidas de segur idad la l iber tad condic ional,  

acompañando la resolución favorable del consejo de d isc ip l ina,  o en su 

defecto del  d irec tor del respect ivo establec imiento carcelar io, copia de la 

cart i l la  biográf ica y los demás documentos que prueben los  requis itos 

ex ig idos en e l Código Pena l ,  los  que deberán ser entregados a más tardar  

dentro de los  tres (3)  días s iguientes…”    

  

Conforme lo expuesto, sólo cuando el Juez de Ejecución de Penas y Medidas 

de Seguridad cuente con todos los elementos de juicio necesar ios para 

establecer si se sat isfacen o no los requisitos consagrados en el artículo 64 

del Código Penal, podrá estudiar de fondo la procedencia de la l ibertad 

condicional.    

  

Así las cosas, en este momento no es posible real izar el ju ic io de 

razonabi l idad y proporcional idad que exige la norma frente al 

comportamiento del sentenciado y el cumplimiento de los requisitos legales 

para conceder el subrogado, comoquiera que el establ ecimiento carcelario 

no aportó la documentación correspondiente, como la resolución 

favorable, la cartil la biográfica y el  certificado de calificación de 

conducta del interno,  soportes que deben ser emit idos por el centro de 

reclusión a cargo de la custodia del condenado; ante la ausencia de estos 

elementos se deberá negar la sol ic itud atendiendo la naturaleza de la misma 

que impone un término perentorio para adoptar la decisión 

correspondiente.    

  

Por lo anter ior, deberá el sentenciado o su apoderado elevar la sol ic itud 

ante el establecimiento carcelar io para que al legue la documentación 

requer ida para su estudio .   

 

En consecuencia, se negará la solic itud de l ibertad condicional elevada en 

favor del sentenciado CARLOS AUGUSTO DÍAZ GONZÁLEZ, comoquiera 

que no se reúnen los requisitos legales previstos en el artículo 64 del Código 

Penal.   

  

Se tendrán en cuenta los documentos aportados para demostrar el arraigo 

famil iar y social que exige la norma.   

 



 

 

Por lo expuesto, el  JUZGADO CUARTO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y 

MEDIDAS DE SEGURIDAD DE BUCARAMANGA,  

 

RESUELVE 

 

PRIMERO.-    NEGAR la LIBERTAD CONDICIONAL al sentenciado  

CARLOS AUGUSTO DÍAZ GONZÁLEZ, de conformidad con lo expuesto en 

la parte mot iva.  

 

SEGUNDO.-  Contra esta decisión proceden los recursos de reposición 

y apelación.  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

 

ILEANA DUARTE PULIDO 

JUEZ 

 

 
I r e n e  C .  


